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				PRESENTACIÓN

				ESTE LIBRO FORMA PARTE DE UNA COLECCIÓN DE 16 VOLÚMENES en los cuales se analizan los grandes problemas de México al comenzar el siglo XXI y se sugieren algunas ideas acerca de las tendencias de su desarrollo en el futuro cercano. La realización de este proyecto ha sido posible gracias a la colaboración de un grupo de investigadores, quienes con su experiencia académica enriquecen el conocimiento en torno a la situación actual de nuestro país. Los temas que se abordan son: población, desarrollo urbano y regional, migraciones internacionales, medio ambiente, desigualdad social, movimientos sociales, educación, relaciones de género, economía, relaciones internacionales, políticas públicas, instituciones y procesos políticos, seguridad nacional y seguridad interior, y culturas e identidades. El Colegio de México continúa así su tradición de publicar obras colectivas y multidisciplinarias para comprender mejor la sociedad mexicana y los problemas que enfrenta hoy día. Ésta es nuestra manera de participar, desde el ámbito académico, en la conmemoración del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución. Agradecemos a la Secretaría de Educación Pública el apoyo para la realización de este proyecto.

			

		

	
		
			
				
				INTRODUCCIÓN GENERAL

				EN LAS ÚLTIMAS DÉCADAS DEL SIGLO XX Y LA PRIMERA DEL XXI, MÉXICO ha dejado paulatinamente de ser un país que pretende fortalecer su cultura e identidad nacional, en singular, y ha comenzado a ser uno que reconoce de manera creciente su diversidad cultural e identitaria. Se transitó así de lo único a lo plural, de lo monolítico a lo múltiple, de “la” cultura y “la” identidad a “las” culturas y “las” identidades. No es que México hubiera sido alguna vez un país culturalmente compacto e indiferenciado ni que sus pobladores tuvieran una sola identidad. Eso hubiera sido el sueño de muchos, desde aquellos que en la época de la Independencia pretendieron dársela a partir de la religión católica, como lo único que aparentemente podía permitírselos, hasta los que, un siglo después, pensaron en una raza cósmica, mestiza, crisol de todas las anteriores y base para el desarrollo nacional, o los que, ya en pleno siglo XX, construyeron estereotipos para crear el modelo de mexicano y de mexicana. El cambio no está en la situación real del país, sino en la toma de conciencia de la misma. Pocos y cada vez menos pretenden ahora que México sea una nación monolítica en términos étnicos, sociales, religiosos, políticos o culturales. No quiere decir esto que, en la práctica, se hayan abandonado viejas maneras de percibir lo mexicano, lo nacional y lo extraño o extranjero; que algunos continúen actuando como si en el país no hubiera diferencias. Persiste la pretensión entre ellos de asumir que todos deben creer lo mismo, pretender una sola forma de sociedad, compartir una visión política homogénea o tener las mismas prácticas y preferencias sexuales, e incluso ser todos iguales, no en derechos sino en condición existencial. Y sin embargo, a pesar de que nuestra cultura proviene de raíces intolerantes, en la sociedad mexicana se abre camino la noción de que la verdadera igualdad solamente se alcanza con el reconocimiento de la diversidad.

				Cualquiera que sea la definición de cultura o de identidad (y en este libro el lector encontrará muchas), una cuestión resulta evidente: ninguna sociedad permanece sin cambios a lo largo del tiempo ni la cultura ni la identidad de los pueblos y los individuos están al margen de transformaciones mayores o menores. En algunos casos, los cambios parecen lentos o inexistentes; en otros, acelerados y muy notorios. Casi siempre el vino nuevo se almacena en barricas viejas e incluso en cambios revolucionarios el antiguo régimen sobrevive, por lo menos en forma residual. La cultura es una de las características de la sociedad que más perdura y que se transforma con mayor lentitud. Pero hay ocasiones en las que los cambios son abruptos y conducen a saltos culturales trascendentales y a mutaciones identitarias relevantes.

				Las sociedades requieren, de cualquier manera, de símbolos y rituales colectivos para mantenerse como tales. Y aunque un modelo ciertamente se ha desmoronado, otro u otros van surgiendo para remplazarlo. Al mismo tiempo, las adscripciones e identidades no se asumen como necesariamente idénticas. El sentido de pertenencia de las personas no pasa necesariamente por una sola forma de adscripción. En el mundo moderno, los individuos mezclan tradiciones diversas, con distintos orígenes y construyen narrativas para explicarse la complejidad y equilibrar identidades múltiples en el contexto de una sociedad en permanente cambio. La cultura es como una caja de herramientas que permite al individuo tomar decisiones a partir de la concepción que se ha hecho de sí mismo, siempre en un marco social específico que le permite establecer una memoria. La cultura, en su sentido más amplio, ofrece sentido y pertenencia, en la medida en que el individuo se identifica con una colectividad y sus acciones tienen sentido en dicho contexto. Aun así, no todas las identidades se transforman en comportamientos. De allí que resulte crucial conocer qué lo mueve y cómo interactúa con su comunidad o con la sociedad en la que está inmerso.

				En el caso de México, es evidente que “la cultura”, la cual por lo demás no existió más que en el sueño de algunos, se reconoce cada vez más como un mosaico multicromático y que las identidades que de ella surgen son mucho más complejas y cambiantes que las percibidas hasta hace poco tiempo. A juzgar por el conjunto de contribuciones de este libro, se podría aventurar la hipótesis de que en nuestro país los cambios en los últimos cuarenta o cincuenta años han sido acelerados y profundos, sin que por ello hayan desaparecido algunos rasgos que hasta ahora han definido a la sociedad mexicana, en toda su extensión y variedad. No sólo el régimen revolucionario se agotó, dando paso a un lento y naturalmente inacabado proceso de democratización de las instituciones políticas, sino que también otros cuasi-monopolios o hegemonías se agotaron y las tradicionales relaciones económicas cambiaron. La globalización vino a completar un proceso ya iniciado en el terreno económico y social, con sus consecuencias para la cultura y la identidad nacionales, sin que por ello la vieja cultura haya desaparecido totalmente. De esa manera, el predominio absoluto del partido dominante, traducido en la noción del “carro completo”, se fue desvaneciendo hasta desaparecer, aunque ello no implica que el PRI dejara de existir o incluso de gobernar en la mayoría de los estados. En forma similar, en estas últimas décadas, la casi absoluta mayoría católica le dio paso a minorías crecientes, debilitando la vieja concepción de un país católico, pero sin desmantelar por completo el entramado social y cultural que permite su continuidad hegemónica. Igualmente, empresarios, obreros y trabajadores tuvieron que redefinirse, en la medida en que las viejas relaciones laborales no respondían a la nueva situación creada por los cambios en el terreno económico. Toda la sociedad mexicana, en suma, cambió y lo hizo de manera rápida, mucho más que en los siglos anteriores. Las expresiones culturales también lo hicieron, a pesar de la tensión permanente entre el modelo establecido por el régimen de la Revolución y las necesidades de expresión de todos aquellos sectores que, sin renegar del mismo, observaban su inevitable decadencia.

				No está claro si hemos entendido la magnitud y sentido de esos cambios sociales. Este volumen pretende emprender un camino en la comprensión de los mismos. Los temas analizados no son ciertamente los únicos ni necesariamente los que mejor permiten llevar a cabo dicha tarea. Pero sí hacen posible, por lo menos, intuir la profundidad de un cambio cultural e identitario en proceso desde hace algunas décadas.

				El capítulo de Willibald Sonnleitner se interroga sobre lo que ha sido un cambio profundo del sistema político institucional, al transitar éste de un autoritarismo con un partido dominante hacia “una poliarquía cada vez más competitiva y plural” y se interroga igualmente sobre si puede hablarse de una democratización de la(s) cultura(s) e identidades políticas y partidistas de los mexicanos o se trata más bien de una fragmentación de éstas, como resultado de la descomposición del antiguo régimen autoritario. Para Sonnleitner, luego de su paso por el régimen nacional-revolucionario, la sociedad mexicana se caracteriza hoy en día por una creciente diversidad de identidades fluctuantes y por una pluralidad de comportamientos políticos, “que no coinciden exactamente con ellas ni obedecen tampoco estrictamente a divisiones socioeconómicas”. El autor señala también que la reafirmación de los liderazgos personalizados, carismáticos y caudillistas en este contexto de creciente fragmentación de las lealtades políticas tradicionales “también pudiera dar lugar a una ‘desalineación’ y a una reducción durable de las identificaciones partidistas”.

				Para Sonnleitner en México siempre ha existido y sigue vigente e intacta en la actualidad una tensión entre un discurso republicano igualitarista y legalista, al mismo tiempo que una exigencia difusa de limitar los alcances y capacidades del Estado. En cualquier caso, el autor considera que la política no hace más que reflejar las características de una sociedad y la mexicana “es demasiado diversa y compleja para reducirse a los modelos existentes de las cultura(s) e identidades, que se forjan —al mismo tiempo que influyen— en las relaciones de poder”.

				Carlos Monsiváis, por su parte, rememora la historia de un protestantismo que nació liberal y en un momento en el que la opción religiosa formaba parte de una elección política y moral, pero que no predomina ahora sobre otras “experiencias profundas del cristianismo ‘revisitado’”. El autor conecta la intolerancia doctrinal del siglo XIX con la que todavía se conoce hoy, pese a la cual los protestantes se han abierto camino, con la triple meta de garantizar el respeto a la ley, establecer las tradiciones que vertebren sus comunidades y “convencerse a sí mismos del carácter respetable de sus creencias”. En un contexto cultural en el que se les elimina de “la” identidad nacional, en el siglo XX, ellos terminan por excluirse al mismo tiempo que son excluidos. Esta “pertenencia marginal a la nación” constituirá uno de sus rasgos principales. Al decir del autor, “ya ‘desnacionalizados’ los protestantes aceptan la sentencia y de varias maneras se consideran mexicanos de tercera. Su “lejanía cismática de la nación es a tal punto extrema que en buena medida todavía perdura”. En su clásico estilo, Monsiváis afirma que en México “el Estado es laico, pero distraído, y no se fija en los métodos que suprimen las herejías”. Dicho autor documenta, por lo demás, persecuciones, hostigamientos y la abierta intolerancia que en no pocas ocasiones conducen al asesinato tolerado. A la acusación de extranjerizantes y sometidas a los dictados del imperialismo misionero yanqui, a las iglesias protestantes se les agrega el peyorativo término de “sectas”, con apoyo de más de un antropólogo de izquierda. A pesar de todo, Monsiváis identifica un cambio a partir de la década de los setenta: creciente pluralidad y mayor tolerancia se acompañan de la dilución del espíritu cívico de los protestantes, asumiendo en algunos casos formas conservadoras. En cualquier caso, nadie para a la jerarquía católica en sus perennes declaraciones de intolerancia, como nadie detiene las conversiones.

				En mi texto sobre la identidad religiosa de los mexicanos, pretendo demostrar precisamente el proceso que ha conducido a México de ser un país con un cuasi monopolio religioso hasta 1950, a uno de pluralidad en materia de creencias y de adscripciones religiosas. Así, hasta hace pocos años prácticamente todos los mexicanos eran católicos y no se cuestionaban acerca de otra posible identidad religiosa. La disidencia en materia de creencias era cuestión de una minoría, tolerada como parte de la lógica liberal. Las nociones de pluralidad, tolerancia, respeto, diversidad y otras similares se han lentamente incorporado a la cultura nacional.

				Por lo demás, el verdadero competidor de la Iglesia católica en materia de convicciones fue el naciente Estado laico, siendo una institución que disputaba la identidad nacional por medio de una adscripción a ideales seculares, con una poderosa simbología, capaz de competir por lealtades, sobre todo políticas. De esa manera, en el catolicismo mexicano hay una percepción de triple transformación: 1] como resultado de la drástica reducción relativa de miembros de la Iglesia; 2] debido en particular a la secularización creciente de la sociedad, anclada en este proceso llamado “de diferenciación social”, en el que se distinguen las esferas política, económica, cultural o científica de la religiosa y, 3] en tanto que reducción de la importancia política de la institución católica, en el contexto de un proceso de laicización de las instituciones del Estado.

				Las encuestas nos muestran a una población católica secularizada, que vive en un mundo con esferas diferenciadas de la política y la religión, de las competencias del Estado y de las iglesias y de los ámbitos público y privado. Como consecuencia de ello, los católicos muestran también una enorme brecha entre la doctrina y la visión de la enorme mayoría de ellos en tanto que fieles laicos. En el campo evangélico, donde antes se podía establecer una relación de identidad entre el protestantismo y el liberalismo, la influencia conservadora de muchas iglesias estadounidenses, sobre todo en temas de salud sexual y reproductiva, ha terminado por incidir en los posicionamientos públicos de muchas iglesias evangélicas mexicanas. Otras minorías de todos colores son parte de esta misma tendencia a la progresiva manifestación de una pluralidad religiosa y la necesidad de reconocer la diversidad de culturas en una misma nación. En ese contexto, la pluralidad religiosa se torna una realidad creciente, aunque no totalmente reconocida.

				Para Emilio Álvarez Icaza, durante la segunda mitad del siglo XX, a lo largo de todo el país, la sociedad civil mexicana protagonizó diversas movilizaciones sociales mediante las cuales logró colocar en el espacio público el tema de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales, pudiendo de esa manera impulsar su reconocimiento. Ello habría permitido una transformación importante del Estado mexicano, en el cual los derechos humanos adquirieron un estatus de legitimidad que penetra las estructuras jurídicas, institucionales y culturales en México. Lo anterior se debió, según este autor, no sólo a factores externos, como las presiones internacionales hacia el gobierno mexicano ante la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en un entorno internacional en donde el tema de los derechos humanos adquiría cada vez mayor relevancia, sino también a las exigencias legítimas de la sociedad mexicana por una auténtica democracia en un contexto de creciente pluralidad política y movimientos sociales que desde los años cincuenta comenzaron a manifestarse de manera independiente en favor del reconocimiento de sus derechos. Según Álvarez Icaza, la institucionalización de los derechos humanos en México se ha generado como resultado de tres diferentes procesos: 1] mediante la incorporación de tratados internacionales de derechos humanos, como derecho interno; 2] con la creación de los organismos públicos de derechos humanos (OPDH) y de otros organismos de Estado que abordan derechos humanos específicos y, 3] mediante la creación de una cultura de los derechos humanos en el Estado mexicano, según la cual dichos derechos son criterios de la legitimidad de la democracia en las sociedades contemporáneas. Álvarez Icaza señala también que esta noción incluye algunos derechos que no habían sido considerados en años anteriores, como el derecho a un medio ambiente sano, el derecho al agua, los derechos sexuales y reproductivos, el acceso a la información pública y el derecho a la no discriminación, así como a una diversidad de sujetos sociales que unas décadas atrás no aparecían en los temas del espacio público. Dicho autor refiere que, sin embargo, “los avances institucionales y sociales no se han logrado traducir en un cese total de las vejaciones a los derechos humanos en México”, por lo que hoy enfrentamos grandes desafíos y existe una agenda pendiente que incluye la necesidad de la adecuación de la normatividad mexicana a los más altos estándares internacionales vigentes, con el objeto de seguir impulsando la consolidación de nuestra democracia.

				Carlos Silva, en su contribución sobre la cultura policial, señala a las fuerzas de seguridad y en particular a las policías como una de las instituciones públicas más relevantes para la consolidación democrática y, sin embargo, al mismo tiempo más resistentes a cambios sustanciales en su lógica de funcionamiento. Dicha centralidad, según este autor, no hace sino destacar más el abandono que sus instituciones han vivido tradicionalmente, a pesar de los constantes incrementos presupuestales y, en particular, de las condiciones de vida y de trabajo de sus integrantes. De acuerdo con Silva, los primeros balances sobre las corporaciones policiales mostraron “grandes rezagos en su desarrollo profesional, malas condiciones de trabajo, alta participación en distintas formas de corrupción e ineficacia en los objetivos directamente vinculados con el combate al delito y la seguridad de la población”. A su vez, el mayor escrutinio también se ancla en la preocupación por los abusos y violaciones a los derechos humanos. Las instituciones policiales se revelarían, así, “como una parte más de un Estado tradicionalmente patrimonialista, clientelar, atravesado por distintos vínculos personales y grupales”. De esa manera, hablar de cultura policial es hacer referencia a una imagen ya establecida, en cierto sentido estereotipada y homogénea: brutalidad, corrupción, secretismo, machismo y el valor de la acción por sobre la intelección de los problemas. Sin embargo, en opinión de Silva, si se va más allá de una descripción ya cristalizada, es un concepto útil al relacionarlo con los ambientes ocupacional y organizacional de la vida policial. En el entorno ocupacional, es decir, el espacio de relación con la comunidad, se mencionan tres rasgos: peligro, mantenimiento de su carácter de autoridad y la exigencia de obtener resultados. Así, comprensiblemente, desde la perspectiva policial, los defensores de los derechos humanos, catalogados como personas influyentes, aparecen como un enemigo más que conviene evitar. Resulta entonces claro para el autor que el discurso de los derechos humanos “no logra interpelar a los policías como un posible aliado, aunque vive cotidianamente en su ambiente laboral diversas carencias al respecto”. Carlos Silva afirma también que las prácticas que actualmente producen y reproducen a las instituciones policiales han sido posibles y se han consolidado históricamente en buena medida a partir de un gran nivel de autonomía y desinterés, social y político. Ese grado de autonomía explicaría en buena medida el desarrollo de grupos y redes dedicadas a prácticas corruptas y delictivas en su interior.

				Javier Ibarrola desarrolla un texto en el que privilegia la perspectiva que desde el Ejército y las Fuerzas Armadas, en general, se tiene de su participación en el desarrollo nacional. En un breve recorrido por el papel que ha desempeñado en la historia, el autor concluye que los militares han tenido casi siempre un papel preponderante hasta un momento en que “los intereses de civiles y miliares dejaron de ser comunes”. A pesar de todo, el autor sostiene que actualmente el Ejército se considera a sí mismo un instrumento que robustece el Congreso y los tres poderes de la Unión y se ha convertido en “un factor real de poder dentro del sistema político mexicano”. Ibarrola describe también los intentos que la jerarquía católica mexicana ha hecho para evangelizar las Fuerzas Armadas, a través de una pastoral militar, teniendo éxito únicamente entre la Marina-Armada de México.

				En materia política, Ibarrola señala que de cualquier manera, militares y civiles seguirían caminando juntos en aparente armonía, con base en un régimen de privilegios para los altos jefes del Ejército, hasta que en un cierto momento, en la segunda mitad del siglo XX, “los intereses de militares y civiles dejaron de ser comunes, y surgió entre ellos un sentimiento de recelo y hasta de temor al contagio”, entre el mundo civil y el militar, aunque siempre en el apego a la constitucionalidad. Los militares no dejan de resentir por ello el manejo personalizado del gobierno y los requerimientos que se les hacen fuera de sus atribuciones normales. Puestas frente a continuas tentaciones políticas, las Fuerzas Armadas tratan de resistirlas porque saben del desgaste que ello les provocaría. Ibarrola repite lo que ha sido en este sentido el discurso permanente de éstas: “Las Fuerzas Armadas no otorgan avales autoritarios ni buscan arribismos anticonstitucionales, ni jamás han constituido una amenaza para la sociedad a la cual sirven”, pero tampoco están dispuestas a pagar facturas que no les corresponden. Por esta y otras razones, el autor recuerda que algunos piensan en la necesidad de modernizar a las Fuerzas Armadas dentro del esquema de la reforma del Estado y en virtud de que en México la democracia no sería posible sin su participación activa.

				En su contribución sobre los cambios en los contenidos atribuidos al concepto de cultura cuando se refiere al trabajo, Rocío Guadarrama señala “que actualmente se vive un momento de síntesis entre las primeras visiones que en México se inclinaban a considerar a la cultura del trabajo como un rasgo determinado por las condiciones materiales de las clases dominadas, en particular de la clase obrera industrial, y las que hoy en día reconocen en la cultura un proceso simbólico de constitución de sujetos laborales”. Se trata de cambios trascendentales en los paradigmas productivos, como la reestructuración productiva, la flexibilización del trabajo y la globalización, acompañados por la heterogeneidad laboral y la precarización del trabajo. La autora rememora los grandes ejes conceptuales de la noción de cultura obrera, muestra la ampliación disciplinaria de este campo de estudio y la apertura del concepto de cultura obrera al de cultura laboral, que va de la mano de las mezclas y síntesis culturales producidas por la globalización, la flexibilización y la feminización de los procesos productivos a finales del siglo pasado y busca fundamentar lo que desde su punto de vista constituye una línea novedosa de investigación dentro de los estudios de cultura y trabajo en México, al retomar elementos de los conceptos anteriores y fundirlos en la idea de identidad laboral, “en un contexto de crisis profunda de los paradigmas productivos signados por la terciarización de las economías, las contradicciones entre la precarización laboral y las exigencias de calificación del trabajo y las dificultades de conciliación entre empleo y vida familiar, vida profesional y vida privada”. Para la autora, hacia finales de los años ochenta, el concepto de cultura obrera se vio desbordado por una realidad que planteaba una pluralidad de actores y espacios laborales, por nuevas formas de relaciones sociales en los que la empresa y su cultura tenían una presencia destacada en el discurso gerencial y por la feminización de la fuerza de trabajo, que obligaba a repensar la relación entre producción y reproducción. Rocío Guadarrama muestra que hacia finales de la década de los noventa el actor laboral mismo estaba sufriendo cambios significativos, “equivalentes a los que se observaban en la estructura organizativa de las empresas, profundamente alterada por la globalización”. La autora reitera que, en este contexto, el término “cultura obrera” resultaba limitado en su poder explicativo, por lo que se empezó a hacer referencia a actores y culturas laborales. Otras cuestiones novedosas en la discusión de esos años fueron las identidades ocupacionales y de género, así como el mundo de la empresa. Guadarrama señala que este conjunto de investigaciones, coincidían en subrayar tres rasgos fundamentales: 1] la interconexión global de los procesos productivos y la flexibilización de la mano de obra; 2] la existencia de tantas culturas como formas de adecuación de los modelos productivos dominantes a las realidades socioculturales concretas, y 3] la diversidad de prácticas de los actores laborales y de sus espacios de significación, situados entre la producción y el consumo, el momento de trabajo y el tiempo de ocio, la organización de la producción y la organización del mundo doméstico de la reproducción. Finalmente, el nuevo siglo se habría caracterizado por los esfuerzos conceptuales en dos campos: el primero de ellos propuso nuevas herramientas para interpretar los significados de la cultura en las circunstancias abiertas por la globalización, mientras que el otro se apoyó en las teorías sociológicas sobre sujeto, subjetividad, identidad y género para abordar los procesos sociales de constitución de los actores laborales y las contradicciones entre el mundo del trabajo y los espacios reproductivos.

				En su contribución sobre los empresarios regionales, Luis Alfonso Ramírez plantea que, ante los cambios globales en el capitalismo contemporáneo, los empresarios enfrentan el reto de construirse de manera acelerada una nueva identidad socioprofesional, a partir de su mexicanidad. Concluye que son los empresarios de centro-occidente —y en especial, los del cen­tro (Distrito Federal, Valle de México)— los que han incorporado con más rapidez los ideales asociados a la empresa moderna. Por su parte, los empresarios norteños son más diversificados y, pese a identificarse con el mundo de los negocios estadounidense, se muestran muy nacionalistas y apegados a principios éticos y, “al menos en el nivel del discurso, a los valores de la empresa familiar”. Los empresarios del sur y sureste de México, por su parte, “tan débiles como sus mercados internos”, recurren a la cultura corporativa y a redes clientelares y reproducen una cultura empresarial políticamente dependiente de la intermediación del Estado.

				El autor analiza también los campos sobre los que se construyen estas diferencias: 1] el histórico, que establece las condiciones y los límites en que operan las empresas regionales; 2] el de la­s formas de organización de la familia y el parentesco; 3] el del poder político, y 4] el administrativo-organizacional, que se ocupa de la competitividad formal de las empresas ante el mercado. Para Luis Alfonso Ramírez “lo que expresan las diferencias regionales de la cultura empresarial mexicana, cuando privilegiamos su dimensión socioprofesional, son las posibles causas de su distinta competitividad y la preocupación por ésta proviene de constatar que el empresario no está teniendo éxito para impulsar el desarrollo del país y generar riqueza y empleos en una sociedad globalizada”. Desde ese enfoque, dice el autor, se “culpa” de esta falta de éxito a la identidad, como una manifestación estructurada de la cultura y se supone que ejerciendo algún tipo de manipulación, en especial de carácter educativo y formativo sobre ella, se lograrán modificaciones que deriven en una mayor competitividad. Pero dicho enfoque “la limita a una dimensión utilitaria e instrumental y esconde los aspectos relacionados con la cultura y la reproducción social concebida en términos amplios, más allá de la racionalidad económica”. Por eso, señala Ramírez, en la medida en que el ambiente empresarial mexicano es heterogéneo, como las culturas que en él encontramos, el éxito empresarial depende en buena medida de la capacidad de integrar lo nuevo con lo viejo, como una batería de creencias y prácticas muy amplias, que es como se construyen las actuales culturas empresariales mexicanas.

				En su texto sobre la frontera norte, José Manuel Valenzuela Arce sostiene que ésta ha sido frecuentemente interpretada desde el prejuicio y el estereotipo, el racismo o el estigma, mismos que se han fortalecido con nuevos referentes, tales como los feminicidios en Ciudad Juárez, los más de 4 500 migrantes muertos en su intento por cruzar la frontera y los miles de ejecutados y asesinados en medio del combate al narcotráfico. Para el autor, en cualquier caso, “interpretar la frontera implica reconocer su paradójica centralidad dentro de los procesos globales que definen al mundo contemporáneo”.

				Desde la perspectiva de algunos, la frontera es sinónimo de barbarie y de problemas, llámense drogas, braceros o enfermedades. Para otros las fronteras no deben ser interpretadas como amenaza, sino como oportunidades de nuevas formas de relacionarse. Valenzuela opta por analizar la frontera “no como región geográfica, sino como intersticio o ámbito de relaciones humanas intensas que participa en la definición de identificaciones, diferencias y alteridades”. Desde esa perspectiva, la frontera, que es cada vez más densa por efecto de las comunicaciones, formación de comunidades transnacionales y nuevos campos interculturales, es también terreno de disputa entre discursos que legitiman o cuestionan los estereotipos señalados. Valenzuela afirma la necesidad de avanzar en el conocimiento de los impactos de cambio y redefinición provocados por la migración en las relaciones transfronterizas. Esta densidad de las relaciones sociales que caracteriza a la frontera, con más de 300 millones de cruces, incluye todo tipo de transacciones, desde las comerciales hasta las artísticas, aunque también todo tipo de desencuentros. Desde estas nuevas formas de convivencia social “se conforman nuevos referentes de identificación imaginada, en los que la nación simbolizada adquiere otras formas de expresión”. En opinión de Valenzuela estos procesos nos obligan, al reflejarnos, a observar y observarnos en la alteridad de otras miradas.

				Rodolfo Casillas, en su texto sobre el auge y forja de las identidades sociales en el sur de México, señala que las identidades y culturas de y en la frontera sur tienen una especificidad por sus componentes étnico-culturales, que adquieren otra dimensión al relacionarlas con el poder estatal. En este caso, señala dicho autor, las identidades y culturas de ese sur mexicano “tienen relaciones de subordinación regional a propósitos nacionales como la independencia y soberanía nacionales, la seguridad nacional, la ciudadanía nacional con sus elementos homogeneizantes, y la asimilación de las etnias locales y poblaciones extranjeras avecindadas en el país”. La frontera sur de México, nos dice, es un espacio social en el que se conjugan poblaciones prehispánicas con otras de data colonial y, más recientemente, con desplazamientos humanos continuos, que también le dan el paso a culturas e identidades nacionales de Centroamérica y de otras latitudes.

				Para algunos la llegada masiva de refugiados guatemaltecos y de pluralidades cristianas durante las décadas de los años setenta y ochenta vulneraban la identidad y la cultura nacionales. Durante el último decenio del siglo XX y en el inicio del XXI, el auge del tráfico de personas, de drogas y de armas habría mostrado el lado oscuro de la región fronteriza. Igualmente, en esa frontera, las generaciones de jóvenes inmigrantes no tienen identidad social asociada a la tierra, pero tampoco cabida en la sociedad del conocimiento. Para el autor no es de extrañar, en consecuencia, que sus elementos identitarios y culturales sean nutridos por la amplia gama de violencia social.

				Por otra parte, las tentativas federales de imponer un modelo de ciudadanía único han fracasado ante el vigor y persistencia de la multiplicidad de pueblos, culturas e identidades regionales vigentes en el sur de México. Casillas señala también los problemas del medio ambiente fronterizo y los riesgos y la vulnerabilidad de los poblados frente a los fenómenos naturales, lo cual se aúna a graves rezagos jurídicos, presupuestales y de actuación institucional. Ante dicho escenario, el autor se pregunta qué identidades y culturas nos vinculan como conjunto nacional, respondiéndose que “quizá la enseñanza histórica esté en la pervivencia y vitalidad mostradas por las identidades y culturas regionales” y señala que “quizá también el Estado mexicano haya encontrado, sin así proponérselo, una fortaleza en esa pluralidad que en otras épocas intentó combatir”.

				Carlos Martínez Assad lleva a cabo un bosquejo para entender las identidades regionales en busca de una diversidad negada, a pesar de tempranos cuestionamientos. El autor señala que sólo pretende demostrar en su texto las tendencias en los cambios ocurridos en los últimos años y su incidencia en el proceso de democratización de la sociedad, definida con los valores cívicos como la tolerancia, la justicia y la pluralidad. La búsqueda de la identidad llevada a cabo por muchos intelectuales en el pasado, no vino acompañada por un interés en encontrar las características regionales que daban identidad a los mexicanos. Martínez Assad señala que “sólo muy recientemente, después de la reforma a los libros de texto en 1992, se pensó en introducir en ellos la diversidad regional en diferentes libros que abordaran la singularidad de cada una de las 32 entidades federativas”. Y en el caso de la recuperación de las expresiones étnico-culturales se haría posible a partir del movimiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional, el cual “recordó a los mexicanos que los indios existían”.

				El autor señala también que “el reconocimiento de nuevas religiosidades en el país enunció un país diferente al que se venía pensando”, aún si la intolerancia permaneció, pero al mismo tiempo que la ley y los derechos se afianzaron. Algo parecido, señala el autor, sucedió en 1988, parteaguas entre el México de la dominación del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y un país diverso en términos partidistas. De esa manera, “en pocos años, México pasó de estar identificado por medio de la educación nacionalista, de la religión católica y del sistema priista, por un amplio espectro de posibilidades en lo educativo, en lo religioso y en lo político”.

				Las identidades en México se han multiplicado y, de acuerdo con este autor, ha surgido no solamente una identidad más compleja, sino una diversidad de identidades superpuestas, por lo que puede concebirse una identidad integrada por múltiples pertenencias. Y así, de la misma manera que la identidad nacional se construye y se destruye para volverse a construir, las entidades regionales pasan por un proceso semejante, por lo que aún es necesario avanzar en la caracterización cultural de esa doble identidad y sus efectos.

				En su contribución sobre las transformaciones y continuidades en las elaboraciones identitarias a partir de la música y el baile en México, Darío Blanco señala que éstas son paralelas a las trasformaciones y revoluciones sociales, ya que “las principales influencias se movilizan de los estereotipos nacionales y regionales a los medios de comunicación masiva y a la cultura de consumo”. El autor realiza un recorrido histórico para mostrar cómo a través del baile se manifiesta una resistencia a la cultura europea dominante desde la época colonial hasta el presente. De esa manera, ya en el siglo XX, “el baile como comportamiento cultural, como rito laico, se incorpora definitivamente en las celebraciones de los mexicanos, convirtiéndose en piedra angular de la identidad popular, de la familia y de la comunidad”. Sin embargo, la modernidad elimina los grandes salones de baile populares. Ante la reducción de estos espacios y las muy escasas alternativas de recreación cultural para los grupos populares, surgen y se consolidan los muy actuales bailes callejeros con sonidos. De esa manera, los bailes populares de “sonidos” y la música caribeña se han convertido en referentes esenciales de las identidades populares mexicanas. Al mismo tiempo, estos bailes populares se constituyen también como espacios de respeto y tolerancia social hacia grupos gays, así como en referentes identitarios para las minorías que se encuentran al otro lado de la frontera. El baile, nos recuerda el autor, “es un espacio donde se pueden retar y romper las restricciones del poder, sea éste encarnado por funcionarios virreinales, la Iglesia, las dictaduras, la familia, el Estado o el patriarcado”. Así, en una época en la que los mensajes de los medios masivos de comunicación y la cultura del consumo conducen a la fragmentación y el individualismo, erosionando algunos de los tradicionales espacios de socialización, la música y el baile popular rompen —y van a contracorriente— de esta inercia.

				Guillermo Zermeño, por su parte, analiza el tema del intelectual como fenómeno sociocultural propio del siglo XX. En México, nos dice el autor, este concepto habría aparecido hasta la década de 1920. De manera distinta al “pensador” del siglo XIX, el intelectual “se define en principio como un hombre de letras y de cultura que remeda a la época del humanismo y, sólo posteriormente y según las circunstancias políticas, se podrá concebir como un hombre que puede tener influencia social y política”. De esa manera, el intelectual girará “alrededor de la bipolaridad entre contemplación y activismo”, a lo largo del siglo XX. En México, sería a partir de 1920 cuando la identificación del intelectual con la revolución triunfante rindió sus frutos, ya que muchos de ellos “representan y se encargan de llevar adelante el proyecto de regeneración social vislumbrado”. Luego, a partir de la década de 1940 aparecerá una nueva forma de intelectual, como académico y científico universitario. Sin embargo, el autor afirma que la evolución del intelectual en el siglo XX no estará definida preponderantemente por el medio universitario, sino por su relación con los medios masivos de comunicación. Según Zermeño, desde finales de la década de los setenta comenzará a darse una mayor presencia de los “intelectuales publicistas” en la radio y la televisión, lo que hace que ellos dependan para su existencia en gran medida de los medios masivos de comunicación.

				Como también lo sostendrá a su manera Gerardo Estrada en su contribución, Zermeño señala que durante la primera fase de la construcción histórico-conceptual el intelectual contó con el apoyo preponderante de la expansión de la burocracia estatal, “gran promotor de la cultura”. Para él dichas características no significan la desaparición automática de la figura clásica del intelectual, aunque su lenta transformación sea inexorable.

				Eduardo de la Vega, en un recorrido del cine mexicano de las últimas cuatro décadas, nos recuerda como éste, apoyado por el nacionalismo en algún momento asumió como su tarea principal la de ser el medio idóneo para representar y difundir los elementos que conformaban la identidad nacional. Sobre todo en la etapa de consolidación del Estado surgido de la Revolución mexicana, el cine constituyó un reflejo a las aspiraciones del país y del Estado emanado de la misma. Pero, después de 1968, sobrevinieron numerosos filmes políticos y de “toma de conciencia” política y la “apertura democrática” del sexenio echeverrista llevó a que la industria cinematográfica mexicana se nutriera y abriera a realizadores independientes, de otros sectores, como el teatro de vanguardia, el periodismo y las radios culturales. Intentaron plasmar en las pantallas, señala el autor, las nuevas formas de cultura e identidad vividas y demandadas por una sociedad cada vez más compleja. De la misma manera, el cine también se preocupó por retratar las diferencias sociales “en la nueva fase de expansión de la pobreza tras la aplicación de las políticas neoliberales”. Según Eduardo de la Vega, las múltiples propuestas fílmicas esbozadas en el texto dejan suficientemente claro que los cambios culturales que han marcado a la sociedad mexicana de las décadas más recientes tienen su correspondiente registro cinematográfico y, por ello, “una parte del cine hecho en nuestro país ha contribuido a la rápida metamorfosis de las identidades”. Así, temas como el ejercicio de la política oficial y las correspondientes reacciones de la sociedad civil, los diversos matices de la nueva cultura étnica, la cultura fronteriza y el movimiento chicano, la irrupción del feminismo y la lucha por los derechos de las mujeres, y las modernas perspectivas sobre la homosexualidad y otras formas de erotismo “han motivado a su vez nuevos enfoques estéticos y temáticos de la praxis fílmica en México”. El autor estima que ese fenómeno ha ido aparejado con diversas estrategias de producción, distribución y exhibición, lo que ha implicado una lucha constante por recobrar o ganar espacios de difusión que permitan llegar a un mayor número de espectadores, pese a que durante los sexenios del llamado “modelo neoliberal” las salas se han visto invadidas de nueva cuenta por el cine comercial estadounidense. En la constante y nada fácil lucha por mantener y renovar nuestras formas de identidad, afirma De la Vega, “cuando menos una parte de la cinematografía mexicana ha jugado un papel importante y seguramente se mantendrá en ello”.

				José María Espinasa se propone tratar el tema de la identidad “en o mediante la literatura”. Señala el aparente consenso establecido, según el cual a partir de 1910 se afianza una retórica de la identidad basada en el nacionalismo, aunque para efectos del tema específico se toma 1921, con Los de abajo, como el inicio del siglo XX mexicano en materia literaria, cerrándose un primer periodo en 1955, con Pedro Páramo y con la casi inmediata aparición, en 1958, de La región más transparente, escenario urbano con nuevos actores, de una identidad distinta. Al mismo tiempo que el modelo de la Revolución comienza a mostrar sus límites, irrumpen dos nuevas generaciones de escritores: la de Carlos Fuentes hasta Fernando del Paso y la de “la onda” (José Agustín) y crece en importancia el periodismo cultural (Carlos Monsiváis y José Emilio Pacheco), así como lo femenino en la literatura.

				Para Espinasa la novela se vio sin embargo afectada por la creciente importancia de las “telenovelas”, lo cual habría incidido en la formación de un imaginario nacional con repercusiones nocivas para la cultura. En los años siguientes, la característica principal de la novela fue la indiferencia intencional hacia la historia y la búsqueda de la identidad personal. A partir de allí, la novela mexicana fragmentaría su temática (“novela de la frontera y del narco”, “literatura femenina, gay e histórica”, así como narrativa muy cercana al periodismo) y dividiría a su decreciente público, lo que desembocaría en nuestros días “en novelas con mucho más contenido anecdótico y más maleable para las leyes del mercado”.

				Según Espinasa, la novela mexicana ha tenido un movimiento pendular mediante el cual en los ochenta se cerró a los autores no mexicanos y hoy se ha pasado al otro extremo de valorar sólo lo que viene del extranjero, pero ello “no refleja necesariamente la identidad que esa sociedad propone y, menos aún, fenómeno complejo, la ausencia de identidad”. Para este autor el intelectual ya no es la conciencia de la nación. En su lugar, la televisión o la música de consumo son las verdaderas formadoras del imaginario colectivo. De esa manera, Espinasa formula la hipótesis de que el siglo XXI se presenta como un periodo profundamente anti intelectual en el cual la literatura ya no interesa “ni como elemento decorativo”. En ese panorama, sostiene el autor, “la literatura tiene poco que aportar y ha asumido con saludable valentía su orfandad”.

				Finalmente, Gerardo Estrada, en sus apuntes para una historia de la cultura mexicana en el siglo XX, sostiene que por lo menos desde el Porfiriato y hasta nuestros días, los gobernantes se han apoyado en la actividad cultural para alcanzar fines políticos, “ya que el desarrollo de la cultura es la fuente principal de identidad e integración para las colectividades humanas”. Su hipótesis central es que la relación política entre el mundo de la cultura y los gobiernos post-revolucionarios priistas estuvo marcada por la conveniencia de estos últimos de utilizar al arte como una forma de legitimación. Estrada muestra que, paradójicamente, si bien al Estado de la Revolución mexicana le interesaba más demostrar que cumplía con las obligaciones legales para justificarse y su ingreso a la difusión cultural era mera conveniencia política con afanes legitimadores, la cultura pensada en términos de creación de instituciones, de programas y de infraestructura tuvo sus mejores momentos en el siglo XX, antes del advenimiento de la democracia, con presidentes que, además, “aquilataron su valor como instrumento efectivo de política social y en las relaciones internacionales”.

				Estrada recuerda que, si bien México no padeció un “arte oficial” después del conflicto armado, tal como sucedió con otras revoluciones, sí se sufrieron los efectos de la censura y el control, por lo que la participación de otras entidades públicas, como la UNAM, pero también otras privadas, fue fundamental para abrir los horizontes de la cultura a nuevas opciones.

				En cualquier caso, Estrada señala que cualesquiera que fuesen los motivos del régimen, es necesario reconocer que el Estado mexicano surgido de la Revolución jamás ha desatendido el mundo de la cultura. De allí que la alternancia política ha tenido repercusiones también en ese mundo, al cambiar las referencias tradicionales legitimadoras de la misma. Ello, aunado a un proceso de descentralización de la cultura y a la intensificación de mecenazgos privados, empujaría a una relación distinta con el mundo político.

				A pesar de ello, según Estrada, los dos gobiernos de Acción Nacional han continuado en las mismas líneas que los del antiguo régimen priista, llegando incluso a aumentar los recursos asignados a la cultura. Sin embargo, más allá de los presupuestos, el autor señala un cambio cualitativo, pues la importancia política del sector para el gobierno federal parece haber disminuido de manera significativa.

				De la misma manera que otros autores lo señalarán en este volumen, al parecer la legitimidad y la popularidad que antes se buscaba en los intelectuales hoy se busca en las figuras del espectáculo, de la televisión, del deporte y del cine, “fundamentalmente y en ese orden”. En ese sentido, citando a Vargas Llosa, Gerardo Estrada denuncia la tendencia global de apostar a la cultura del espectáculo por encima de los valores estéticos y trascendentes, encontrando un gran espacio para ello en la transición democrática mexicana.

				Antes de pasar al cuerpo principal de esta obra, quiero dejar constancia de mi agradecimiento a todas las personas que la hicieron posible. María Luisa Tarrés participó en el diseño general del proyecto y en sus primeras etapas. Manuel Ordorica y Jean-François Prud’homme tuvieron la virtud de coordinar el proyecto general del cual forma parte este volumen, con la paciencia y fortaleza necesarias. Los 16 colaboradores participaron en los seminarios preparatorios respectivos con dedicación y entereza. Doy gracias en particular a mi asistente, Diana Cortés, por llevar a cabo con eficacia e inteligencia la compleja tarea de organizar mi trabajo y el de los múltiples colaboradores de esta obra. Finalmente, a Lorena Murillo S. por realizar un trabajo pulcro y preciso de indispensable edición. No está de más decir que sobre ellos y ellas recae la verdadera responsabilidad por los eventuales méritos de esta obra.

				ROBERTO BLANCARTE
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				1. DE TAPADOS Y ACARREADOS A CANDIDATOS Y ELECTORES: ¿DEMOCRATIZACIÓN O FRAGMENTACIÓN DE LAS CULTURAS E IDENTIDADES POLÍTICO-PARTIDISTAS EN MÉXICO?

				Willibald Sonnleitner[1]

				El obstáculo mayor para democratizar

				los procedimientos del Partido

				y, en general, la actividad pública del país,

				es, por supuesto, lo que se llama el “tapadismo”,

				es decir, la selección oculta e invisible de

				los candidatos del PRI a los puestos de elección popular,

				sobre todo los superiores y particularmente

				el de Presidente de la República.

				DANIEL COSÍO VILLEGAS (1972: 59)

				A MODO DE INTRODUCCIÓN: LA ESPECIFICIDAD DEL SISTEMA POLÍTICO MEXICANO

				Junto con las dos piezas centrales —el superpresidencialismo y el partido oficial— que, siguiendo a Daniel Cosío Villegas (1972), caracterizaban el sistema político mexicano en la década de los setenta, la organización y movilización corporativa de las masas populares (el llamado “acarreo”), así como la selección personalista y opaca de los gobernantes (el “tapadismo” y el famoso “dedazo presidencial”), constituyeron probablemente las prácticas clave del antiguo régimen revolucionario institucional, quizás el autoritarismo más exitoso, estable y duradero de la historia política contemporánea de Latinoamérica. Sus lógicas y consecuencias son bien conocidas y siguen formando parte de las “culturas” de muchas organizaciones e instituciones mexicanas. Ello pese a que el régimen político institucional las haya ido superando crecientemente, como lo ilustran el declive del partido otrora hegemónico, la irrupción y consolidación del multipartidismo, la multiplicación de las alternancias y la generalización de los gobiernos divididos en todos los niveles, así como la afirmación de los poderes Legislativo y Judicial como consecuencia del debilitamiento de la Presidencia de la República, cuya omnipotencia pertenece ahora al pasado.

				Dichos cambios deberían de reflejarse en las identidades político-partidistas de los mexicanos cuyas especificidades buscan captar los estudios sobre la llamada “cultura política”. Hace cuatro décadas, “ser priista” significaba, para muchos, “ser mexicano”, como bien lo simbolizaban los colores de las siglas del partido, idénticos a los de la bandera nacional. Ciertamente, algunas minorías asumían el riesgo de definirse en oposición a la “familia” que decía encarnar la Revolución. Pero para las mayorías la cuestión se planteaba más bien en términos de cercanía y compromiso con el régimen. Éstas tenían las opciones de someterse pasivamente, refugiándose en la apatía y el abstencionismo; ser movilizadas como “acarreados”, para manifestar su lealtad y pertenencia a la comunidad revolucionaria, o bien involucrarse activamente en la contienda “oculta e invisible” por las “chambas” y prebendas, como miembro del partido o como “priista de corazón”.

				Hoy, la situación es radicalmente distinta. El resquebrajamiento del partido dominante y la creciente competencia entre los aspirantes a cargos de elección popular obligan a éstos a “autodestaparse” tempranamente para promoverse como precandidatos dentro de sus partidos, con miras a poder participar como candidatos en la contienda formal. Y pese a todas sus limitaciones, las elecciones ofrecen ahora opciones, transformando los antiguos acarreados en electores, cada vez más libres de escoger lo que harán con sus sufragios en función de sus lealtades y preferencias personales. Pero, sobre todo, el significado mismo de las identidades partidistas se ha modificado profundamente al fragmentarse. Actualmente, ser “priista”, “panista”, “perredista”, “petista” o “panalista” adquiere sentidos distintos en función de los contextos territoriales y de los partidos que gobiernan en los ámbitos municipal, estatal y federal, facilitando o dificultando el acceso a los recursos y a las políticas públicas. Como en el campo religioso, analizado por Roberto Blancarte en el capítulo 3 de este volumen, la diversificación creciente de la oferta política conlleva la necesidad de redefinir los contenidos y las fronteras de las identidades partidistas, con vistas a distinguir al “nosotros” de los “otros”. Y dichos cambios también invitan a interrogarse sobre las transformaciones más generales de las actitudes, las percepciones y los valores que conforman la cultura política. ¿Cómo se han desarrollado e investigado estos procesos en México?

				Apoyándose en diversas perspectivas de estudio, esta contribución reflexiona sobre la utilidad de un enfoque plural y multidimensional de la(s) cultura(s) e identidades político-partidistas de los mexicanos. En las últimas tres décadas se observa un cambio profundo en el funcionamiento del sistema político institucional, al transitar éste de un autoritarismo con un partido dominante, hacia una poliarquía cada vez más competitiva y plural. Pero si dicha transición se acompaña de una paulatina pluralización de las identidades partidistas y de la afirmación de valores democráticos, el análisis antropológico y microsociológico de la(s) cultura(s) política(s), de las relaciones y del ejercicio efectivo del poder también revela continuidades patentes con el pasado autoritario. De ahí la necesidad de interesarse tanto en los discursos y representaciones que captan puntualmente las encuestas de opinión, como en las prácticas e interacciones que se observan en la vida cotidiana. Sus “racionalidades” no son necesariamente conscientes, explícitas o confesables, sino que configuran repertorios heterogéneos de maneras de concebir y de actuar, de situarse y de relacionarse con la política, dentro de estructuras cambiantes —formales e informales— de oportunidad. ¿Puede hablarse, entonces, de una “democratización” de la(s) cultura(s) e identidades políticas y partidistas de los mexicanos o se trata más bien de una fragmentación de éstas, como resultado de la descomposición del antiguo régimen autoritario? ¿Se acompaña siempre un creciente pluralismo electoral en la consolidación de una “ciudadanía democrática”?

				DEL NACIONALISMO REVOLUCIONARIO A LA PLURALIDAD DE IDENTIDADES PARTIDISTAS

				Pese a su desprestigio notorio, las elecciones y los partidos políticos siguen siendo las instituciones centrales de la política en México, al fungir como las instancias mediadoras por excelencia entre los ciudadanos y los gobernantes, entre el Estado y la sociedad. Por ello, la evolución reciente de las identidades partidistas proporciona un primer indicador de las transformaciones más profundas de la cultura política. Como es bien sabido, la democratización mexicana se caracteriza por el lento pero inexorable declive de una dictadura casi “perfecta”, cuya pieza clave fue la dominación hegemónica del Partido Revolucionario Institucional (PRI). Dotado de un considerable sustento popular, dicho partido se benefició de una estabilidad política excepcional hasta mediados de los sesenta, antes de ser cuestionado por una oposición cada vez más numerosa y pujante, particularmente a partir de la crisis política de 1968. La primera gráfica ilustra el ritmo y la profundidad de las transformaciones electorales desde 1961 (gráfica 1.1).
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				La tendencia histórica estructural que se percibe claramente, pese a las limitaciones que por mucho tiempo tuvieron los resultados electorales, es el paulatino debilitamiento del PRI, que va cediendo terreno de manera progresiva y constante. En este proceso, destaca tempranamente la afirmación del Partido Acción Nacional (PAN) como primer ente aglutinador de la oposición electoral. A partir de 1988, la constitución del Frente Democrático Nacional (FDN), que se transformará posteriormente en el Partido de la Revolución Democrática (PRD), desemboca en la conformación de un sistema cada vez más abierto, libre y competitivo, con tres partidos relevantes. En 1997, el PRI pierde la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, antes de perder la Presidencia de la República en los comicios generales del año 2000, frente a una coalición encabezada por el PAN. En 2006, la contienda se enfoca, finalmente, entre la ya gobernante Acción Nacional y la Coalición por el Bien de Todos, encabezada por el PRD, relegando al tricolor al tercer lugar (gráfica 1.1).

				¿Qué sucede, entonces, con las identificaciones partidistas? Como era de esperarse, el declive del antiguo partido hegemónico y la afirmación de nuevos actores políticos se acompaña del desarrollo de nuevas lealtades e identificaciones, que se relacionan estrechamente con los comportamientos electorales, sin confundirse necesariamente con —ni ser idénticos— a ellos. En teoría, las identidades partidistas reflejan una predisposición psicológica a votar por un partido determinado. Sin embargo, en México dicha predisposición no se cumple mecánicamente y una parte importante de simpatizantes “priistas”, “panistas” y “perredistas” curiosamente no sufragan por los candidatos de “sus” partidos el día de la elección.

				¿Del “priista de corazón” a los partidistas sin convicción?

				En los últimos años, se han realizado numerosos estudios sobre las identidades partidistas, inspirados en los modelos desarrollados desde los años cincuenta por investigadores de las universidades estadounidenses de Michigan, Chicago y Columbia.[2] Éstos se sustentan en un enfoque psicosocial del comportamiento político y en la idea de que la “identificación partidista” es una variable fundamental en la explicación del voto. En su concepción clásica, ésta suele definirse como un vínculo afectivo durable y estable entre un elector y un partido con el que se siente identificado, surgiendo dicho lazo emotivo desde la pequeña infancia y reforzándose luego en la edad adulta mediante el ejercicio concreto del voto. Sus formulaciones más recientes integran, asimismo, algunas de las críticas formuladas desde la teoría de la elección racional, incluyendo la evaluación retrospectiva y prospectiva del desempeño de los partidos y las políticas públicas impulsadas por ellos.[3]

				En México, dicho enfoque ha sido desarrollado por Buendía (2000), Moreno (2003), Somuano y Ortega (2003) y Estrada (2006), entre muchos otros. Sus investigaciones sugieren que, contrariamente a la situación prevaleciente en los sesenta, actualmente la identificación partidista es una de las variables más explicativas del voto de los mexicanos. Así, la serie de encuestas analizadas por Moreno desde 1989 muestra una gran estabilidad de la identificación partidista en su conjunto, con variaciones notables en su composición interna. Como la ilustra la siguiente gráfica, casi dos terceras partes de los entrevistados dicen identificarse con algún partido político a la largo del periodo estudiado, cayendo dicho porcentaje sólo puntualmente por debajo de 60% (gráfica 1.2). En otras palabras, dos de cada tres mexicanos declaran sentirse identificados con un partido político, contra una tercera parte que se considera “independiente” (“no se identifica con ningún partido”) o “apolítico” (“no sabe”).
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				En contraste, la composición y orientación de las identificaciones partidistas varían de manera fuerte y constante a lo largo del tiempo (gráfica 1.3), reflejando aproximadamente las grandes tendencias del comportamiento electoral durante el mismo periodo de estudio (gráfica 1.4). Si bien hasta 1994, el PRI capta claramente la mayoría de las simpatías (y de los votos), a partir de entonces éstas (y éstos) empiezan a trasladarse hacia el PAN o hacia el PRD. En el caso de Acción Nacional, se registra una tendencia creciente que culmina en enero de 2001 (seis meses después de la elección presidencial de Vicente Fox), antes de volver a disminuir sensiblemente en febrero de 2002 y de recuperarse durante el proceso electoral de 2006. En cuanto al llamado Partido del Sol Azteca, las identificaciones son mucho más débiles y solamente se incrementan puntualmente, bajo los efectos de arrastre que ejercen las candidaturas de Cuauthémoc Cárdenas a la Presidencia de la República en 1988 y a la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal en 1997, así como de Andrés Manuel López Obrador a la Presidencia de la República en 2006. Pero la tendencia más clara y contundente es el prolongado declive de las identificaciones priistas, que confirma la transición hacia un juego político cada vez más competitivo y reñido, así como la consolidación de un sistema con tres partidos relevantes (gráficas 1.3 y 1.4).
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				¿Qué diferencia, ahora, en concreto a los simpatizantes de los distintos partidos? Como hemos visto, tras haberse aglutinado en torno a una gran “familia nacionalista y revolucionaria”, éstos se caracterizan hoy día por una creciente diversidad de identidades fluctuantes y por una pluralidad de comportamientos políticos, que no coinciden exactamente con ellas ni obedecen tampoco en sentido estricto a divisiones socioeconómicas. Ciertamente, en un país como México las desigualdades son patentes pero, hasta la fecha, éstas sólo recubren en parte las identidades partidistas y los comportamientos políticos de los ciudadanos. La composición sociodemográfica e ideológica de los distintos electorados, poco polarizados y con preferencias más bien “centristas” y moderadas, da clara cuenta de esto.

				Como es bien sabido, entre 1994 y 2000 las identificaciones priistas eran más probables entre las mujeres, la población de mayor edad, los habitantes de zonas rurales y los electores con menores ingresos y escolaridad. Inversamente, las simpatías panistas se concentraban entre los hombres, los jóvenes, los habitantes de zonas urbanas y los electores más prósperos y educados. Desde entonces, las identidades perredistas eran más heterogéneas y cambiantes en su agregado nacional, aunque en 2000 éstas se relacionaron positivamente con los individuos de mayor edad, menor ingreso y residentes de zonas rurales (Somuano y Ortega, 2003). Un sexenio después, Moreno y Méndez (2007) registran cambios notables en la composición sociodemográfica de las identificaciones partidarias. En 2006, el priismo se debilita fuertemente entre las mujeres y los votantes rurales, fortaleciéndose sólo entre la población mayor de 50 años y permaneciendo más o menos estable entre los votantes con menores recursos educativos y económicos, así como entre la población más religiosa y conservadora. En cuanto al panismo, éste se diluye sensiblemente entre los votantes urbanos, de mayor escolaridad y de ingresos altos; cambios relacionados probablemente con la transferencia de antiguas simpatías priistas hacia el nuevo partido “presidencial”. El perredismo, en fin, creció sustancialmente con respecto al sexenio anterior, captando las simpatías de una parte mayor de mujeres y de votantes de clase media, que habían engrosado el “voto útil” a favor de Vicente Fox en 2000, pero percibieron las posibilidades de triunfo de Andrés Manuel López Obrador en 2006.

				En el terreno de las ideologías, las identificaciones partidistas se vuelven aún más borrosas, sobre todo si se considera el curioso desfase entre la polarización ideológica de las élites y la moderación o el desinterés de los electores por la política. En un análisis de tres encuestas, realizadas con una muestra nacional de electores en mayo y julio de 2006, y de candidatos legislativos del PAN y del PRD en junio, Bruhn y Greene (2007) destacan precisamente este fenómeno. Si las respuestas de los segundos confirman la existencia de divergencias sustanciales entre los cuadros de estos dos partidos, sus electorados no comparten las posiciones extremas de sus “representantes”, sino que convergen en torno a posiciones claramente “centristas”. Que se trate de la responsabilidad individual y gubernamental en el bienestar social, del tamaño y las obligaciones deseadas del Estado, de la intensidad de las relaciones comerciales con Estados Unidos, o de las cuestiones más polémicas sobre la privatización del sector energético y la legalización del aborto en caso de violación, los cuadros de los partidos reproducen la polarización que marcó las campañas electorales, pero se distancian de forma notable de los ciudadanos con opiniones mucho más moderadas. Si bien existe una división “izquierda-derecha” que opone a los dirigentes perredistas y panistas, 28% de los electores rechaza ubicarse sobre dicha escala y la mayoría está compuesta de centristas.

				Otros trabajos confirman el predominio de los electores moderados. Utilizando una encuesta a boca de urnas realizada el 2 de julio de 2006 sobre una muestra de 38 618 ciudadanos, Covarrubias y Villegas (2007) rastrean los perfiles de los votantes más politizados con afinidades marcadas con Felipe Calderón o con Andrés Manuel López Obrador (AMLO). Entre los primeros, la motivación predominante habría sido el deseo de continuidad de los programas de Vicente Fox (31%), seguida de su afinidad personal con Calderón (23%) y, en mucha menor medida, el miedo a la crisis (9%) o la preferencia por el PAN (9%). Para los segundos, son la afinidad con AMLO (29%), el deseo de un verdadero cambio (23%) y la esperanza de una mejora en su situación económica (15%) los que habrían prevalecido sobre las preferencias por el PRD (6%). Pero, más allá del peso considerable de las personalidades de los candidatos, lo que llama la atención es la debilidad de la polarización y las divergencias ideológicas: para 54% de los encuestados fue imposible construir un perfil específico, ya que sus preferencias electorales no cubrían ninguna categoría sociodemográfica.

				¿Partidistas “desertores” o simpatizantes indecisos?

				Por otra parte, si bien es cierto que la evolución de las identificaciones partidistas refleja los realineamientos del sistema de partidos, no coinciden exactamente con las tendencias efectivas del comportamiento electoral. De ahí la necesidad de analizar la debilidad e inconsistencia de dichas identidades, que se observa mediante su volatilidad, así como mediante la afirmación de un voto “cruzado”, “dividido” y “negativo”, cada vez más individualizado, selectivo y fluctuante.

				Como lo muestra la ya citada serie de encuestas realizadas por Moreno (2003 y 2007), para el departamento de investigación del periódico Reforma la proporción de votantes que se identifican con un partido específico se mantuvo relativamente estable, con un promedio de 65% entre 1989 y 2002, pero se redujo a 59% en 2006, mientras que la de los “apolíticos” e “independientes” rebasó la parte declinante de simpatizantes priistas a partir de junio de 2000 (gráfica 1.2). Esta reducción es tanto más significativa cuanto se produce entre los sectores más politizados y “duros”, en particular, entre los antiguos electores del PRI (de los cuales 37% se habría convertido al PRD o, en menor medida, al PAN). Pero otros trabajos basados en datos distintos reportan tasas sensiblemente inferiores de identificación partidista. Así, las encuestas postelectorales provenientes del banco de datos del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) coinciden con las de Reforma en 1994 (72%), pero solamente reportan 45% de partidistas para 1997 y 53% para el año 2000 (Somuano y Ortega, 2003). Dichas diferencias sustanciales (de 32 y 12 puntos porcentuales) son muy superiores a los márgenes de error estadísticos de los instrumentos de medición y plantean la necesidad de indagar sobre las razones metodológicas, conceptuales y teóricas que pudieran explicarlas (gráfica 1.2).

				Del mismo modo, si la capacidad explicativa de las identidades partidistas sigue siendo relativamente elevada con respecto a otras variables sociodemográficas, el peso de los votos “cruzados” (electores con identificación partidista que no votan por su partido) y “divididos” (electores que votan por partidos diferentes en las presidenciales y en las legislativas) aumentó de manera sensible entre las dos últimas presidenciales. Según las encuestas nacionales de salida realizadas por Reforma, éstos pasaron, respectivamente, de 7 y de 13% del total de votantes en 2000, a 10 y a 19% en 2006 (Moreno y Méndez, 2007). En otras palabras, considerando que la parte respectiva de votantes partidistas era de 59% en 2006, uno de cada seis simpatizantes partidistas no votó por el candidato presidencial de su partido en dichos comicios, mientras que uno de cada cuatro de ellos dividió sus preferencias partidistas en las presidenciales y legislativas. Una vez más, es entre los simpatizantes priistas donde se concentran ambos fenómenos: corresponden a 25% de los electores que se identifican con este partido para los votos “cruzados” y a 31% para los votos “divididos” (Moreno y Méndez, 2007: 55-57).

				Visiblemente, se está produciendo una redefinición de las identidades partidarias, por lo menos si los cambios observados en la composición sociológica de los electorados adquieren un carácter estable y permanente. Dicho de otra manera, la volatilidad y la deserción crecientes de los antiguos electores priistas podrían desembocar en una “realineación” partidista de algunas categorías sociodemográficas; por ejemplo, entre las mujeres y los habitantes de zonas rurales que pudieran estar transfiriendo sus simpatías del otrora hegemónico PRI al ahora gobernante PAN. En cuanto a las características de los simpatizantes del PRD, el crecimiento exponencial del partido bajo el liderazgo de AMLO parece haber borrado su diferenciación en términos de escolaridad e ingresos, confiriéndoles más bien —al menos temporalmente— un perfil de clase media (Moreno y Méndez, 2007). Ello invalida la idea de una polarización político-partidista anclada en desigualdades de tipo socioeconómico.

				La reafirmación de los liderazgos personalizados, “carismáticos” y caudillistas en un contexto de creciente fragmentación de las lealtades políticas tradicionales también pudiera dar lugar a una “desalineación” y a una reducción durable de las identificaciones partidistas, como bien lo ilustra la composición sociodemográfica e ideológica de los llamados “independientes” y “apolíticos”. En palabras de Luis Estrada:

				Es más probable hallar individuos que no se identifican con ningún partido político entre los jóvenes, los más educados y los de estratos socioeconómicos altos. Asimismo, los independientes se distinguen de los partidistas en sus actitudes hacia la política, ya que más independientes que partidistas muestran menos interés en la política, piensan que México no vive en democracia y creen que un régimen dictatorial es mejor que uno democrático. Los independientes muestran también menos confianza que los partidistas en las instituciones políticas, especialmente en los partidos políticos, y confían menos que los partidistas en las demás personas (Estrada, 2006: 161).

				Este panorama recuerda el modelo propuesto por una encuestadora controvertida, publicado antes de las elecciones de 2006. Aunque su pronóstico de los resultados haya resultado erróneo, María de las Heras (2006) tuvo razón en destacar la importancia creciente de los electores que, sin identificarse positivamente con ninguna opción partidaria, utilizarían sus sufragios para vetar al candidato que consideraran menos deseable. Esto nos lleva a uno de los aspectos más interesantes de la situación actual: la parte considerable de votos “negativos”, “cambiantes” o “útiles”, cada vez más decisivos en un contexto de escasa participación y fuerte competición electoral. Ello se relaciona con la erosión del voto corporativo que caracterizó el periodo de la hegemonía priista, así como con la creciente diversificación de los comportamientos electorales, y se observa tanto en términos agregados como en el nivel individual.
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				Así, Andrés Manuel López Obrador, Felipe Calderón y Patricia Mercado captaron 2.7 millones (+6.7% de los 40.5 millones de votos válidos), 1.1 millón (+2.7 puntos porcentuales) y 275 000 sufragios (+0.7 puntos porcentuales) más en las presidenciales, que los candidatos de sus coaliciones y partidos en las legislativas. Como lo ilustran las gráficas 1.5 y 1.6, en términos agregados dichos votos provienen de los 2.4 millones de electores del PRI y de los 1.49 millones de electores del Partido Nueva Alianza (Panal) en las legislativas, que no le aportaron sus sufragios a Roberto Madrazo (–5.9 puntos porcentuales) y a Roberto Campa (–3.7 puntos porcentuales).

				Asimismo, como lo sugiere la encuesta de salida realizada por Consulta Mitofski el 2 de julio de 2006, tan sólo 73% de los 6 237 encuestados que votaron por los candidatos del PRI en las legislativas también lo hizo en las presidenciales, mientras que 12% sufragó por López Obrador y 11% por Felipe Calderón. Dicho fenómeno fue todavía más importante entre los 910 entrevistados que declararon haber votado por el Panal en las legislativas: apenas 24% de ellos también lo hizo por Campa, mientras que 32% sufragó por López Obrador y 22% por Calderón, cuya victoria no se debe por lo tanto a una transferencia masiva ni mayoritaria de votos “panalistas”.[4] En contraste, 88 y 92% de los 7 585 y de los 6 682 encuestados que dijeron haber votado, respectivamente, por el PAN y por el PRD en las legislativas también lo hicieron “en bloque” para los presidenciables de sus partidos, dividiendo aun entre ellos 12 y 8% sus votos en ambas elecciones. En otras palabras, 18% de los entrevistados declaró haber dividido sus votos “estratégicamente” en beneficio de candidatos de partidos distintos.[5] Sin estos efectos de notabilidad —es decir, de atracción o aversión personales–, la contienda presidencial de 2006 no hubiese sido tan reñida ni controvertida, ya que la Coalición por el Bien de Todos solamente captó 29% del voto en las legislativas, es decir, un porcentaje casi idéntico a la alianza PRI-PVEM (28.2%), pero sensiblemente inferior al PAN (33.4 por ciento).

				En resumidas cuentas, las identificaciones partidistas de los mexicanos se han diversificado sustancialmente a lo largo de las últimas dos décadas, pero éstas no son tan estables ni duraderas como pueden serlo en Estados Unidos. Asimismo, la polarización ideológica que opone las élites del PAN y del PRD sólo alcanza una parte limitada de los electores y sólo en parte se relaciona con las desigualdades económicas y sociodemográficas. Asistimos, pues, a un curioso divorcio entre los “ciudadanos” (cuyas preferencias son eminentemente plurales y moderadas) y los “gobernantes” (cuyas percepciones tienden a exagerar las divergencias realmente existentes). Los primeros combinan una multiplicidad de identidades y afinidades, de actitudes, convicciones e intereses, que los llevan a modificar, a combinar y a equilibrar sus preferencias electorales, movilizándose o absteniéndose, alternando, reportando, cruzando o dividiendo sus votos. Pero los segundos todavía no parecen asimilar el sentido y la profundidad de estos cambios. Contrariamente a sus electores, siguen pensando según esquemas binarios (pobres/ricos, norte/sur, izquierda/derecha), sin captar la complejidad y diversidad de la sociedad que pretenden representar. Estos desajustes entre la oferta y la demanda políticas, entre el voto, la representación y los imaginarios sociales del poder, obligan a interesarse con mayor detalle en los contenidos y las sutilezas de la llamada “cultura política”.

				¿CONQUISTAS DEMOCRÁTICAS O ANHELOS DE CIUDADANÍA?

				En las ciencias sociales, la “cultura política” se asocia generalmente con la continuidad y la estabilidad, así como con el axioma funcionalista de que todo orden “democrático” requiere de valores y actitudes “cívicas” que le den sustento y legitimidad social.[6] Sin embargo, la importación de este concepto de origen estadounidense al contexto mexicano no ha dejado de ser problemática, provocando debates que ponen de relieve sus limitaciones y su utilidad. Una de sus principales virtudes consiste en introducir dentro del análisis las percepciones y creencias de los gobernados con respecto a sus gobernantes, planteando la cuestión crucial de su legitimidad. No obstante, los supuestos teóricos y metodológicos de este enfoque lo hacen poco propicio para explicar procesos prolongados y disputados de cambio, tendiendo a minimizar su heterogeneidad al privilegiar niveles macrosociológicos de análisis. Asimismo, el paradigma clásico de la cultura política enfrenta otro problema crucial: más allá de sus modalidades discursivas, el ejercicio del poder y el significado mismo de la política dependen del contexto territorial y sociocultural en el que ésta se vive y se practica, es decir, no solamente de las instituciones legales y “formales” sino, también, de las estructuras de oportunidades efectivas e “informales”.

				En el caso de México, el régimen político institucional ha en el pasado reciente de una lógica fundamentalmente autoritaria a un juego cada vez más abierto, competitivo y plural, sin que el sistema opere de una forma plenamente “democrática” (al menos en el sentido estricto, europeo o estadounidense del término). En efecto, la transición mexicana se caracteriza por su carácter prolongado y negociado, así como por su anclaje en tradiciones políticas fuertemente arraigadas en el pasado. Al menos desde la Independencia, coexisten y se disputan en el país concepciones contradictorias sobre lo que debería de ser el Estado y sus relaciones con la sociedad. Ello no solamente se refleja en los proyectos ideológicos que enfrentaron las élites conservadoras con diversas corrientes liberales, sino mediante las representaciones mismas de la ciudadanía que se forjaron en los siglos pasado y antepasado.

				En particular, se manifestó siempre una notable tensión entre un discurso republicano igualitarista y legalista, y una exigencia difusa de limitar al estricto mínimo los alcances y capacidades del Estado, incluyendo la fiscalidad, la justicia y el reclamo del monopolio de la coacción física legítima. Como señala Fernando Escalante (1991), el siglo XIX se caracterizó, en México, por la construcción de “ciudadanos imaginarios”. Ello cambió, sin lugar a dudas, con la experiencia revolucionaria y el establecimiento posterior de un régimen que impulsó un Estado extenso e intervencionista, pero éste también fue autoritario e incapaz de garantizar los derechos civiles fundamentales. De ahí los curiosos dichos que siguen formando parte del imaginario político de muchos mexicanos: “La ley se acata, pero no se cumple”, “El Congreso propone, el Presidente dispone”, “Para mis amigos todo, para mis enemigos, la ley”.

				Como lo vimos, dicho régimen pertenece en parte al pasado, ya que tanto las instituciones políticas como las identidades partidistas se han vuelto mucho más diversas y plurales. Pero, ¿hasta qué punto persisten los valores y reflejos del autoritarismo y hasta qué punto la cultura política se ha “democratizado”? ¿Cómo captar la especificidad y complejidad de dichas actitudes y prácticas, sin reducirlas a algunos pocos conceptos normativos y abstractos, importados de contextos socioculturales vecinos, pero exóticos? ¿Cómo medir la intensidad respectiva de los procesos simultáneos de socialización y reproducción, de transformación e innovación de dichas creencias y conductas, en un contexto de cambios institucionales lentos y graduales, de constantes modificaciones en las reglas del juego y de innegables continuidades en las estructuras de oportunidades?

				En los últimos años, estas cuestiones han sido el objeto de numerosas y prolíficas investigaciones, pero aún no contamos con conclusiones contundentes y definitivas. Por una parte, incontables encuestas de opinión han buscado medir la “calidad” e intensidad de la llamada cultura “cívica”, estableciendo tendencias controvertidas de cambio “democrático”. Por otra parte, los estudios antropológicos y sociológicos sobre el ejercicio concreto del poder y sobre las prácticas ciudadanas revelan la persistencia de fuertes continuidades con el pasado autoritario. De ahí el interés de reflexionar sobre los posibles efectos de las distintas metodologías sobre los resultados del análisis y de plantear la utilidad de un enfoque plural que permita investigar, desde una perspectiva multidimensional, los valores y las prácticas que sustentan “las culturas políticas” de los mexicanos.

				La paradoja mexicana: ¿una cultura política “esquizofrénica” y “cínica”?

				Desde la encuesta pionera realizada en 1959 bajo la dirección de Gabriel Almond y Sydney Verba (1963), el estudio “demoscópico” de la cultura po­lí­ti­ca en México ha arrojado resultados ambivalentes, en apariencia contradictorios. Como lo hicieron notar, desde entonces, los autores de The civic culture, las actitudes y los valores políticos de los mexicanos no se ajustaban ni al modelo ideal que caracterizaba a Estados Unidos e Inglaterra ni a los casos intermedios de Alemania e Italia. Como ellos, los mexicanos encuestados decían compartir una gran admiración, orgullo y respeto por sus instituciones; pero, en franco contraste, también expresaban gran desconfianza y descontento con la política concreta y con sus autoridades locales. Asimismo, compartían fuertes expectativas respecto de la Presidencia, pero elevados grados de “enajenación” y “cinismo” en lo que se refería a los resultados obtenidos. Y sobre todo, los mexicanos pensaban poseer mucha competencia política, a pesar de contar con una escasa experiencia de participación y con bajas esperanzas de conseguir algún beneficio mediante el ejercicio individual de la ciudadanía. En síntesis, se trataba de una cultura democrática “aspirante”, reflejada en actitudes cívicas pasivas, “cínicas” y “alienadas”, de obediencia, asistencialismo y subordinación.

				Apoyándose en el mismo paradigma, muchas investigaciones posteriores recogieron resultados parecidos, formulando diversas interpretaciones de estas incongruencias. En uno de sus primeros estudios sobre el autoritarismo en México, Booth y Seligson (1984) destacan que sus hallazgos desafían la validez empírica de la relación causal que la teoría establece entre el sistema y la cultura política. Sus entrevistas con 430 ciudadanos urbanos, obreros y de clase media, revelan la coexistencia de una cultura “ampliamente democrática” con un régimen “esencialmente autoritario”, cuyas interacciones resultan difíciles de entender. Ello los lleva a concluir que la variable explicativa central es la “tradición política” mexicana, producto de una “historia de gobierno centralizado y autoritario”, así como de un régimen que combina una retórica ideológica representativa y liberal, con un tipo de participación controlada mediante su incorporación al partido oficial. De ahí la “paradoja de un sistema político persistentemente autoritario, pero popular, sustentado en una ciudadanía prodemocrática” cuyas “actitudes democráticas pudieran, irónicamente, resultar de y contribuir a apoyar el mismo sistema autoritario y no democrático en el que viven” (Booth y Seligson, 1984: 120).

				Como era de esperarse, la alternancia presidencial del año 2000 trajo consigo un movimiento de optimismo y una suerte de primavera democrática, que se reflejaron al menos en las tendencias de la opinión pública medidas por el periódico Reforma. Como lo señala Moreno, ese año 56% de los mexicanos se sentía “muy feliz” y el mismo porcentaje decía tener “mucha libertad de elección y control sobre su propia vida”. Asimismo, 79% de ellos expresó mucho orgullo de ser mexicano y, tras la alternancia del 2 de julio, 66% llegó a considerar que México era una democracia. Pero, sobre todo, la satisfacción con el funcionamiento de esa democracia ascendió brevemente hasta 51%, tras haberse situado entre 11 y 31% en los cinco años anteriores. A su vez, la parte de mexicanos que dijo preferir esa forma de gobierno pasó de 49% en 1995 a 62% en 2001, mientras que el porcentaje de quienes afirmaron preferir, “bajo algunas circunstancias”, un gobierno autoritario, disminuyó de 23% en 1996 a 9% en 2001. Sin embargo, pese al entusiasmo que suscitó la victoria de Vicente Fox en 2000, incluso entonces las ambivalencias no desaparecieron de la cultura política. En efecto, 77% de los mexicanos seguía desconfiando de la mayoría de la gente y, si bien cuatro de cada 10 mostraban actitudes tolerantes, cinco de cada 10 tenían actitudes intolerantes. En términos comparativos, México se situaba, así, entre los países con los niveles más bajos de apoyo a la democracia, cerca de Rusia, China, Vietnam y Nigeria (Moreno, 2003).

				Curiosamente, otras encuestas arrojaron resultados distintos e interpretaciones opuestas para los mismos años. En una lectura del conocido Latinobarómetro, su directora advierte que la victoria de Fox coincide con un declive del “apoyo a la democracia” (52% en 1997 y 44% en 2000) y que éste solamente aumenta de manera “desconcertante” a partir de 2002 (63%), lo que la lleva a hablar de un impacto “rezagado” de la alternancia presidencial. Asimismo, las tendencias del Latinobarómetro sobre las tasas de “satisfacción con la democracia” también se oponen a las registradas por las encuestas de Reforma, ya que éstas registran su porcentaje más elevado en 1997 (45%), antes de caer sensible y durablemente entre las presidenciales del año 2000 (37%) y el resto del sexenio (18% entre 2002 y 2004). Volveremos en seguida sobre estas inconsistencias. Desde ya, las conclusiones de Marta Lagos contribuyen a plantear el problema desde la opinión —explicativa a la vez que normativa— de esta reconocida encuestadora:

				América Latina no sigue un curso evolutivo lineal, racional y esperado, porque las metas de estas sociedades están impregnadas de ilusiones, filtradas por aparentes incongruencias, contradicciones, de un pueblo que lleva 500 años esperando el definitivo desmantelamiento de las desigualdades. La tarea de la democracia pareciera ser al final del día no la promesa de la ciudadanía política, sino la instalación de la ciudadanía política en un marco de equidad que compruebe fehacientemente el desmantelamiento de las igualdades (Lagos, 2007: 133).

				Pero la recurrencia y persistencia de dichas ambivalencias se confirmó, sobre todo, durante las elecciones presidenciales de 2006. Por su carácter altamente polarizado, reñido y cuestionado, éstas pusieron en tela de juicio la calidad de la cultura “democrática”, del ejercicio del poder y de la ciudadanía, seis años después de la alternancia histórica que dio fin al antiguo régimen. A pesar de las diferencias técnicas abismales que los distinguieron del controvertido proceso de 1988, los comicios presidenciales y el conflicto postelectoral de 2006 revelaron no sólo una desconfianza difusa respecto de la confiabilidad del proceso, sino la persistencia de actitudes y prácticas antisistémicas en el seno de la clase política, que aún no ha aceptado en su conjunto la democracia representativa como “el único juego en la ciudad”. Y si bien es cierto que las instituciones resistieron los embates retóricos y las movilizaciones de protesta sin brotes significativos de violencia, también es cierto que su legitimidad fue seriamente cuestionada y que aún sigue habiendo sectores importantes de la población que piensan que las elecciones fueron fraudulentas.

				Las evaluaciones y “auditorías” más recientes de la llamada “calidad democrática”, que a su vez se apoyan en ambiciosas encuestas, avanzan interpretaciones tan controvertidas como los resultados de las citadas elecciones. Mientras que algunos encuestadores se muestran muy optimistas con respecto a la consolidación de los valores democráticos, otros llegan a conclusiones diametralmente opuestas. Como botón de muestra, la presentación sintética de la segunda encuesta mexicana del proyecto Barómetro de las Américas (LAPOP, por sus siglas en inglés), realizada durante el mes anterior a las fatídicas elecciones del 2 de julio de 2006, afirma que: “México cuenta con una cultura democrática estable y comparativamente robusta que puede contribuir a la consolidación de su democracia” (Parás y López, 2007: 491). Mediante una serie de comparaciones con otros países latinoamericanos y con el pasado reciente (primera ronda de la encuesta realizada en 2004), los consultores sostienen que México se caracteriza por su “fortaleza” en dos componentes que juzgan fundamentales para la estabilidad democrática: la “tolerancia política” (56% de opiniones favorables) y el “apoyo al sistema” (61% de opiniones favorables). La combinación de ambos en un indicador sintético de “fomento de la vida política prodemocrática” —completado por dos indicadores adicionales sobre “actitudes que favorecen la democracia” y sobre la “participación en la esfera pública”— los lleva a concluir que la cultura política de México “es saludable para la vida pública en términos comparativos”, sugiriendo incluso que “es probable que en algunos aspectos la democracia haya resultado fortalecida después de los episodios del 2006” ( Parás y López, 2007: 501 y 509).
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				En franca oposición con esta interpretación, Durand Ponte (2007) destaca la profundidad de la crisis política, preocupándose de la debilidad y fragilidad de la cultura democrática de los mexicanos, incluso en su dimensión más limitada de índole electoral. Apoyándose en dos encuestas realizadas bajo su dirección en 1993 y 2000 (Durand Ponte, 2004), así como en las tres Encuestas Nacionales sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (Encup) patrocinadas por la Secretaría de Gobernación en 2001, 2003 y 2005, el investigador de la UNAM recuerda que las tendencias cambiantes de “adhesión democrática” se ubican muy por debajo de 75%, considerado como el umbral mínimo del consenso democrático (gráfica 1.7). Mientras que en 2005, tan sólo 56% de los encuestados dice preferir una democracia “sin avance económico” (contra 21% que prefiere “una dictadura que asegure el avance económico”), 70% afirma que “unos cuantos líderes decididos harían más por el país que todas las leyes y promesas”. Esta última preferencia se confirma entre los segmentos con mayores grados de información y sofisticación política, quienes son tan autoritarios como los sectores con grados bajos de sofisticación. Pero, sobre todo, las inconsistencias entre la “adhesión democrática” declarada y la preferencia por “líderes duros” se incrementan incluso entre los más sofisticados e informados, lo que lleva a Durand Ponte a una conclusión pesimista:

				México aparece con una pauta incongruente de valores, los mexicanos sostienen aceptación relativamente alta por la democracia, como el mejor régimen posible, pero al mismo tiempo aprecian poco a la democracia práctica, prefiriendo en ocasiones soluciones autoritarias … debemos aceptar que la democracia electoral mexicana tiende a ser inestable por la falta de un consenso democrático definido: la existencia de una alta adhesión democrática y, al mismo tiempo, la aceptación de posibles soluciones autoritarias entre sus ciudadanos. Dicho en otros términos, para los mexicanos siempre es posible el que líderes duros o decididos, a pesar de que no respeten las leyes, encuentren apoyo; la democracia no es algo que deba ser defendido a toda costa, puede ser intercambiada (Durand Ponte, 2007: 171).

				En suma, la ambivalencia constitutiva de la cultura política mexicana sigue vigente e intacta en la actualidad. Desafiando la concordancia teórica entre las instituciones y los valores individuales que deberían darle sustento a toda democracia estable, la transición mexicana se desenvolvió en un contexto de patentes y constantes desfases entre la cultura y el sistema políticos. ¿Por qué, entonces, los ajustes esperados nunca se produjeron en tres largas décadas, en las que la construcción de instituciones representativas y plurales parece haberse dado con independencia de la consolidación de valores democráticos? Para responder a esta pregunta existe una manera alternativa de enfocar estas incongruencias aparentes, ya no como una paradoja por explicar, sino como un problema teórico-metodológico, de conceptualización, observación y medición de la cultura política.

				¿Construyendo ciudadanos imaginarios?

				Pese a su sorprendente éxito y a su reconocida utilidad, el enfoque psicosocial también sufre de algunas limitaciones e inconsistencias. Ello invita a una reflexión crítica sobre los contenidos y las limitaciones de la concepción funcionalista de la cultura política, sobre su pertinencia y capacidad explicativa en el caso específico de México. Dicha crítica ha sido desarrollada por varios autores, desde la sociología, la antropología y la geografía política. ¿Cómo conceptualizar de manera operativa la cultura política? ¿Con qué metodologías, en qué condiciones y con qué limitaciones podemos medirla y captarla? ¿Cómo interpretar las respuestas recogidas mediante encuestas? ¿Existe, en suma, realmente la “opinión pública” o se trata simplemente de un artefacto analítico construido por los investigadores?

				Como bien lo advirtió de una forma aguda y polémica, desde 1972, el sociólogo francés Pierre Bourdieu, existen serias razones para cuestionar los significados y la pretendida precisión que se le suelen otorgar a las encuestas, así como la existencia misma de una “opinión pública”. Para empezar, porque éstas nunca son totalmente neutras, ya que sus resultados de manera inevitable dependen de los objetivos de quienes las diseñan y realizan. Pero, independientemente de sus usos y abusos, las encuestas tienden a construir y legitimar “opiniones públicas” que no preexisten como tales, sino que adquieren realidad al ser formuladas y publicitadas por los medios de comunicación. A ello cabe agregar los problemas concretos relacionados con el método: el carácter artificial de la situación de encuesta, los efectos de imposición de las preguntas y problemáticas de la agenda por el encuestador, la heterogeneidad y polisemia de los significados atribuidos a los conceptos por los encuestados, la posible polarización o eventual ausencia de corrientes estructuradas de opinión sobre las temáticas tratadas en el momento del levantamiento de la encuesta, la movilización de otros sistemas de creencias y lealtades más amplias, el eventual posicionamiento con respecto a grupos constituidos y movilizados en torno a dichas temáticas, así como muchos otros efectos sociales, contextuales y territoriales que estructuran y constriñen las respuestas de los entrevistados (Bourdieu, 1973).

				Evidentemente, de ninguna manera se pretende minimizar el valor analítico de este instrumento privilegiado de las ciencias sociales cuantitativas. Al contrario, cabe destacar los avances sustantivos en materia de metodologías de investigación, que han permitido sofisticar las técnicas y limitar de forma considerable las fuentes y los márgenes de error. Al respecto, las célebres encuestas “a boca de urnas” (las llamadas exit poll) proporcionan un ejemplo de una situación límite, que permite alcanzar altos grados de precisión. Éstas se realizan, como bien lo dice su nombre, en las inmediaciones de las casillas y directamente tras la votación, en una situación casi idéntica a la elección. Además, sólo se aplican entre los votantes efectivos, evitando el espinoso problema de la estimación de los electores que declaran “pensar votar”, pero que no lo hacen en realidad el día de los comicios. Pero sobre todo, dichas encuestas se llevan a cabo en un momento en el que las preguntas adquieren significados muy concretos para la gran mayoría de los electores. En efecto, para entonces la difusión masiva de información inevitablemente ha alimentado discusiones sobre los candidatos y sus propuestas, y la intensa movilización de los grupos de influencia y líderes de opinión ha configurado corrientes contendientes, con posiciones públicas explícitas y contundentes. En otras palabras, se trata de uno de los raros momentos en la vida real en los que existe algo muy cercano al concepto de opinión pública.

				No obstante, incluso en estas situaciones, persiste la heterogeneidad de las motivaciones y significados que pueden encontrarse tras las decisiones de sufragar por tal o cual candidato, por tal o cual corriente o partido político. Como bien lo demostraron Krotz y Winocur (2007), dicho procedimiento resulta todavía más problemático en el caso de conceptos más abstractos, como la democracia, la ciudadanía o la participación política, cuya polisemia difícilmente puede ser captada mediante preguntas estandardizadas, cerradas y descontextualizadas. Para dar un ejemplo, los significados que se le atribuyen a la palabra “ciudadano” no solamente dependen del nivel educativo y de diversas variables sociodemográficas, sino que varían sustancialmente en función de la ubicación geográfica (centros urbanos, campo, fronteras) y del nivel territorial (local, estatal, nacional) en el que se sitúa su interpretación en la situación específica de la encuesta. De la misma manera, la noción de “participación” puede tener acepciones muy distintas y ser concebida, simplemente, en términos de “cooperación” vecinal o comunitaria, sin ser identificada siempre como una actividad propiamente “política”. Al fundir todas estas dimensiones bajo un mismo rubro, se corre el riesgo de renunciar a la diversidad de las representaciones y prácticas políticas de los entrevistados, subordinándolas a la supuesta homogeneidad de las problemáticas normativas construidas por los encuestadores.

				Los enfoques psicosociales de la cultura política también enfrentan otra paradoja: pretenden captar la supuesta especificidad de los valores nacionales mediante ideas importadas de contextos socioculturales externos. Como lo señaló Pateman (1980) en su crítica sobre la cultura cívica, se asume así, implícitamente, que existe un modelo universal de la democracia (el liberal) y que, para ser exitoso y estable, éste requiere cierto tipo de “capital social” y de actitudes “cívicas”. Asimismo, dicho paradigma parte del supuesto de que el comportamiento político es el resultado de creencias y valores individuales, que conforman un sistema cultural coherente. Ciertamente, los mismos Almond y Verba (1963) distinguen tres tipos de “sub-culturas” (la participante, la de súbdito y la parroquial), pero lo que les interesa es su articulación y su análisis agregado en el nivel nacional. Como consecuencia, se tiende a minimizar la diversidad —social y situacional, territorial y contextual— de las representaciones, conductas e identidades políticas que coexisten dentro de los individuos y la sociedad.

				En efecto, es bien sabido que hasta los países más centralizados y unificados no son culturalmente homogéneos, sino que se caracterizan por diferencias internas y por especificidades regionales y locales. De la misma manera, la idea de que las actitudes o preferencias políticas de ciertos segmentos sociodemográficos pueden ser agregadas para ser transformadas en categorías explicativas ha sido cuestionada por investigaciones empíricas en el pasado. Por ejemplo, es bien sabido que un obrero no vota de la misma manera en una ciudad industrial gobernada por un partido comunista, que en un contexto rural con marcadas tradiciones religiosas o conservadoras (Bussi, 1998). En el México contemporáneo, también es conocido el hecho de que las preferencias electorales de “los” campesinados varían considerablemente en función de las entidades, de las regiones y hasta de los municipios analizados, pudiendo ser éstas sobre todo “priistas” (como en el pasado), pero también (y cada vez más) “panistas” o “perredistas”. Ello se refleja claramente en los análisis de geografía electoral, que obligan a distinguir, no un proceso unificado de transición política, sino una pluralidad de dinámicas territorialmente diferenciadas de cambio y continuidad, con ritmos e historias propias (Gómez Tagle y Valdés, 2000).

				Al respecto, son reveladoras las transformaciones de los contenidos empíricos de la participación electoral en México. De manera paulatina, ésta pasa de ser una mera movilización de apoyo corporativo y subordinado al régimen posrevolucionario, a una forma de involucrarse voluntaria, activa y “cívicamente” en los asuntos públicos (Durand Ponte, 2004). No obstante, dicho cambio no se produce de manera homogénea y lineal, sino como el resultado de un conjunto de procesos concomitantes y contradictorios, muy diferenciados en términos territoriales. Se distinguen así, desde la década de los sesenta, algunos enclaves precursores de participación ciudadana en Baja California y el Distrito Federal, antes de difundirse hacia los estados de México, Chihuahua, Jalisco, Guanajuato, San Luis Potosí, Morelos, Michoacán y el resto del país (Gómez Tagle, 1997). De manera más general, el voto no obedece siempre ni necesariamente a una decisión voluntaria, “racional” e individual, sino que puede apoyarse en diversos dispositivos, de “acarreo” autoritario y movilización corporativa, de identificación afectiva o de pertenencia a una comunidad, de intercambio coyuntural o de dependencia clientelar (Sonnleitner, 2003). ¿Cómo captar la complejidad de este tipo de procesos a través de preguntas dicotómicas y cerradas, mediante la agregación de respuestas disímiles formuladas en contextos sociales y territoriales desiguales?

				Estos elementos contribuyen a explicar al menos algunas de las inconsistencias que se registran cuando se comparan los resultados de diversas encuestas recientes sobre la cultura democrática de los mexicanos. Como bien lo advierte un conocido encuestador en un análisis retrospectivo de las tres rondas de la Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (Encup), incluso en el caso de instrumentos altamente sofisticados como éste, “los resultados de encuestas, que pretenden medir lo mismo, no siempre arrojan resultados similares” (Moreno, 2007: 40). Así, mientras que la primera Encup (realizada en 2001) arrojó que 62% de los mexicanos “prefería” la democracia a “cualquier otra forma de gobierno”, contra 9% solamente que prefería “en algunas circunstancias”, un gobierno autoritario, el Latinobarómetro del mismo año daba cifras radicalmente distintas: 46% de “preferencia democrática” versus 35% de “preferencias autoritarias” (gráfica 1.7).

				Dicha inconsistencia dista mucho de ser puntual o excepcional, ya que se reproduce al confrontarla con series de datos de otras encuestas, como el World Values Survey. Mientras que éste registra un claro y constante incremento del “apoyo abierto a la democracia” entre 1996 (70%), 2000 (73%) y 2005 (80%), las tres Encup registran una tendencia completamente distinta entre 2001 (56%), 2003 (68%) y 2005 (56%), ajena a cualquier margen de error estadístico asociado con dichos instrumentos (Moreno, 2007: 42-43). Como lo señala el mismo Moreno, existen múltiples maneras de explicar dichas incongruencias mediante argumentos metodológicos y técnicos, empezando con los problemas de fraseo de las preguntas (que no fueron idénticas) y terminando por las fechas precisas de realización de las diversas encuestas. No obstante, la volatilidad temporal y la magnitud de las diferencias sincrónicas entre los resultados invita a reflexionar sobre la validez, no sólo del grado de precisión que se le suele conferir a los porcentajes de las encuestas, sino de la estabilidad, durabilidad y consistencia teóricas que por lo general se atribuye a los conceptos con los que se pretende medir la cultura “cívica” o “democrática”. ¿Cuán profundas y cuán constantes son las actitudes e identidades que conforman las culturas políticas, y hasta qué punto no reflejan éstas simpatías coyunturales y relaciones cambiantes entre los individuos y las estructuras de oportunidades?

				Sin aportar una respuesta concluyente a este interrogante, recordemos las notables divergencias ya documentadas entre las “identificaciones partidistas” y los comportamientos electorales “cruzados” y “divididos” de numerosos encuestados, que bien pueden interpretarse como “deserciones” o simplemente como cambios de simpatías superficiales. Más interesante aún resulta el caso de los mexicanos que emigran hacia Estados Unidos, donde rápidamente se distancian de los valores de sus paisanos para adoptar los de aquel país. Ello no sólo se verifica en actitudes de apoyo a la democracia, sino relacionadas con el respeto de las leyes por los ciudadanos y los gobernantes, así como con la rendición de cuentas por parte de estos últimos (Moreno, 2003).

				En otras palabras, una vez que se modifican el marco institucional y las estructuras de sanciones e incentivos (legales y formales, pero sobre todo, simbólicos y sociales) en las que se forjan y manifiestan dichas actitudes, éstas bien pueden transformarse de manera drástica y acelerada. Después de todo, como lo sugiere el historiador Juan Pedro Viqueira: “la identidad no es un pasado al que estamos moralmente obligados a rendir tributo y a reproducir, sino … un proyecto, cuyos valores y fines deben ser constantemente objeto de debate y de crítica” (Viqueira, 2002: 310). De ahí el interés de completar la interpretación psicosocial de los valores, actitudes, evaluaciones e identidades políticas de los encuestados, con la observación antropológica de las prácticas cotidianas de los ciudadanos.

				De la captura de las aspiraciones democráticas al estudio de las prácticas ciudadanas

				Como lo recuerda Krotz (1996; 2002), el interés por el enfoque cultural de la política tiene una larga tradición en México, al menos desde que el Estado posrevolucionario se empeñó en impulsar un ambicioso proyecto de integración nacional. De ahí que sea imposible resumir, en el marco estrecho de esta contribución, la riqueza y diversidad de aportes que se han hecho sobre esta problemática desde la antropología, particularmente desde que ésta empezó a interesarse en el estudio de los procesos relacionados con la llamada “transición democrática”. Por ello, a continuación nos limitaremos a retomar algunas propuestas estimulantes para el futuro estudio de la cultura política.

				Desde principios de los ochenta, Craig y Cornelius (1980) señalaron la necesidad de poner mayor énfasis en el estudio de las prácticas políticas concretas de los ciudadanos, situándolas mediante investigaciones cualitativas enfocadas en unidades subnacionales. Su discusión crítica de las conclusiones de la cultura cívica se basa en una amplia revisión de la bibliografía disponible de la época, con propuestas e ideas que siguen siendo pertinentes en la actualidad. Sin romper con el paradigma de Almond y Verba, se identifican algunas de sus principales limitaciones metodológicas y se destaca la importancia de integrar al análisis los aspectos estructurales del autoritarismo mexicano. En un contexto marcado por una fuerte concentración y centralización del poder en la Presidencia, por una ideología que valoriza retóricamente ciertos valores democráticos pero se apoya sobre una burocracia arbitraria, personalista e ineficiente, así como sobre el control estrecho de la participación mediante su incorporación a un partido dominante, la subordinación y el recurso a prácticas clientelares pueden ser estrategias efectivas y racionales para obtener al menos algunos beneficios materiales de los gobernantes. Dicha “eficacia política mediatizada”, que tiende a sustituir las formas individuales de participación ciudadana, no es el producto de una socialización temprana sino de un aprendizaje pragmático en la edad adulta. Por ello, las experiencias personales en situaciones similares y otras variables contextuales pueden resultar más importantes para explicar los comportamientos políticos que los valores, las actitudes y otras predisposiciones psicosociales (Craig y Cornelius, 1980: 362-365).

				A su vez, las reflexiones más recientes de Wil Pansters (2002) sobre el concepto de cultura política y su utilidad para el caso mexicano resultan muy estimulantes. Partiendo de una crítica más radical de la corriente funcionalista y de las interpretaciones históricas de Howard Wiarda y Glen Dealy, este autor también aboga por una perspectiva pragmática y situada de la cultura, enfocada en las prácticas político-culturales de los actores sociales. En lugar de pensar en términos de una cultura política unificada y coherente, cabe reconocer la existencia de varias tradiciones político-culturales opuestas, sujetas a relaciones contradictorias de fuerza, negociación y conflicto. Si bien un discurso particular (como la democracia) puede llegar a ser hegemónico al reproducirse y traducirse en prácticas en un momento dado, éste siempre coexiste con otros proyectos alternativos que inciden a su vez en las conductas de las personas. De ahí el interés de estudiar la pluralidad e interacción de los discursos y conductas políticas que compiten entre sí; por ejemplo la cultura política “piramidal” (personalista, vertical, corporativa y orientada hacia un centro que produce súbditos) y la “de la ciudadanía” (pluralista, horizontal, liberal, institucionalista e individualista), que se entremezclan y articulan en prácticas híbridas en México.

				En otras palabras, el estudio de las culturas políticas no puede limitarse al único nivel del Estado nacional, sino que tiene que combinarse con enfoques regionalistas y microsociológicos, mediante la realización de estudios profundos de caso. En efecto, si bien es cierto que en la escala federal se registra un pluralismo equilibrado, con tres fuerzas relevantes y ocho partidos legalmente inscritos que se dividen los escaños en el Congreso de la Unión, en los niveles estatal y municipal la política sigue desenvolviéndose frecuentemente en condiciones menos competitivas, de hegemonías personalistas, corporativas o clientelares. Ello también se refleja en el pragmatismo de los partidos políticos y en sus esfuerzos por capturar electorados dependientes y subordinados.

				Como bien lo ha mostrado Héctor Tejera Gaona (2003) en sus estudios antropológicos sobre las campañas electorales en el Distrito Federal, tras una etapa de diferenciación inicial de los discursos y las estrategias operativas del PRI, del PAN y del PRD, se registra actualmente una convergencia de facto en torno a las prácticas tradicionales del clientelismo del pasado autoritario. Curiosamente, ello no sólo se relaciona con las preferencias de los cuadros y militantes partidistas sino, también, con las expectativas y demandas de los ciudadanos. Así, mientras que los panistas se esforzaban, en un primer tiempo, por presentarse como simples “vecinos” que iban a defender las causas y preocupaciones de la comunidad, muchos de los visitados no ocultaron su preferencia por la obtención de beneficios concretos a cambio de sus votos, reproduciendo “desde abajo” el tradicional pacto clientelar.

				Por otra parte, si bien es cierto que los partidos políticos juegan un papel fundamental en el nivel federal, cabe interrogarse sobre la naturaleza más profunda de sus anclajes en el nivel local. Para dar sólo un ejemplo, la coherencia ideológica de los discursos partidistas se desvanece cuando se observan las dinámicas concretas que estructuran con frecuencia las contiendas electorales en el ámbito rural. Lejos de obedecer a valores, principios o proyectos de tipo ideológico, las identidades partidistas se basan a menudo en alianzas coyunturales con los hombres fuertes de las comunidades, quienes movilizan a sus seguidores mediante mecanismos y lealtades de tipo faccional. Estas últimas se articulan en torno a relaciones personales, desiguales y verticales, atravesando los estratos socioeconómicos y neutralizando las solidaridades de tipo horizontal. Ello también invita a relativizar la capacidad explicativa de los valores “culturales” en el comportamiento electoral. Incluso en una región tan pequeña y aparentemente homogénea como los Altos de Chiapas, se distingue una impresionante diversidad de situaciones y procesos en los niveles municipal y seccional, relacionados con dichas dinámicas faccionales que dividen y estructuran a las comunidades, las localidades —y en ocasiones, hasta las familias— en el ámbito rural (Sonnleitner, 2003).

				¿Qué pueden significar las “identificaciones” y los votos partidistas en este tipo de contextos y hasta qué punto pueden ser éstos agregados con comportamientos electorales de otras microrregiones rurales o urbanas, marginadas o desarrolladas, mestizas o indígenas? ¿Cuán útil puede ser la noción de cultura para explicar la diferenciación interna de las conductas políticas en una microrregión o en una misma comunidad? A diferencia de los enfoques psicosociales, las investigaciones antropológicas ponen de manifiesto la diversidad de “las culturas” e identidades político-partidistas que coexisten y se combinan de manera plural para darle sentido a las conductas políticas en un momento dado. Basándose en métodos cualitativos y etnográficos, así como en la observación de unidades analíticas más pequeñas y exiguas, éstas revelan la multiplicidad de significados que pueden adquirir los procesos culturales en sus relaciones con las estructuras de poder. Así, en contraste con muchas encuestas de opinión pública, el estudio antropológico del ejercicio y de las prácticas cotidianas de la ciudadanía pone al descubierto fuertes continuidades con el personalismo, el corporativismo, el faccionalismo y el clientelismo del pasado autoritario.

				A MODO DE CONCLUSIÓN: ¿DEMOCRATIZACIÓN O FRAGMENTACIÓN DE LA(S) CULTURA(S) E IDENTIDADES POLÍTICO-PARTIDISTAS EN MÉXICO?

				A medio siglo del estudio pionero de Almond y Verba (1963), las culturas e identidades político-partidistas de los mexicanos siguen siendo contradictorias y enigmáticas. Como lo hemos visto, la democratización electoral ha generado cambios tangibles en el juego político institucional, pero éstos no se han acompañado mecánicamente de transformaciones análogas de las prácticas y los comportamientos políticos. Si bien se registra una afirmación notable de actitudes e identidades asociadas con una pujante cultura “cívica”, éstas coexisten con tradiciones, estructuras y hábitos heredados del antiguo régimen autoritario, que siguen siendo usuales y eficaces en el nuevo contexto de incertidumbres democráticas.

				Las controvertidas elecciones presidenciales de 2006 dan muestra fehaciente de ello. A pesar de haber sido más competitivas que los comicios de la alternancia de 2000, generaron una considerable desconfianza entre millones de ciudadanos y pusieron en tela de juicio la legitimidad de las instituciones representativas. El carácter personalizado y polarizado de las campañas también reveló la permanencia de reflejos caudillistas y plebiscitarios. Su arraigo se manifestó antes, durante y después de la jornada electoral, en el marco de una guerra simbólica que puso de manifiesto los alcances y las limitaciones de las lealtades partidistas y del proceso de democratización. Cientos de miles de militantes y simpatizantes perredistas se movilizaron repetida y prolongadamente para impugnar la validez de los resultados electorales, pero las pasiones nunca se desbordaron. Las instituciones fueron atacadas y denigradas, pero también resistieron y encauzaron el conflicto por vías pacíficas y legales. Ello dista mucho de ser anecdótico, ya que en cualquier otro país de Latinoamérica, una situación similar muy probablemente hubiera desembocado en la violencia espontánea, cuando no en un contexto pre-revolucionario. No así en México, donde estos actos de resistencia civil —y en ocasiones, hasta de rebelión solapada— guardaron una dimensión estrictamente simbólica y controlada, combinando una retórica antisistémica con propuestas pragmáticas y moderadas, propias de cualquier oposición parlamentaria.[7] Este episodio insólito ilustró de nuevo la ambivalencia de la cultura política mexicana, revelando de paso la moderación de las identidades partidistas y el temperamento templado de una sociedad eminentemente diversa y plural.

				Pero, quizás el problema resida menos en la naturaleza de nuestro objeto de estudio, que en los sesgos de los enfoques que utilizamos para observarlo. Después de todo, las teorías que sustentan los estudios convencionales sobre la “cultura democrática” fueron forjadas en condiciones, tiempos y latitudes muy distintos, donde nunca han dejado de ser discutidas en vistas de ser mejoradas. Su importación y aplicación en contextos cambiantes de transición —es decir, de invención, aprendizaje y apropiación del pluralismo político— aún enfrentan desafíos conceptuales, metodológicos y prácticos cuya discusión merece ser profundizada a la luz de las especificidades mexicanas y latinoamericanas.

				Antes que nada, es preciso repensar de una forma operacional el tan sonado y ruidoso concepto de democracia. Sin renunciar del todo a su dimensión normativa y utópica, que le confiere una innegable capacidad de transformación social, cabe distinguir dos dimensiones analíticas mucho más concretas y tangibles que caracterizan los procesos de democratización. Como bien señaló Christophe Jaffrelot (2000) al comparar algunas experiencias asiáticas y africanas, las democratizaciones pueden concebirse y estudiarse desde dos puntos de vista distintos: i en términos de “ciudadanía”, es decir, como un conjunto de valores, actitudes e ideales culturales relacionados con el desarrollo del individualismo, de la libertad e igualdad y del Estado de derecho (concepción “representativa” de la democracia, inspirada y heredada del liberalismo), o bien, ii en términos de “pluralismo sociopolítico”, es decir, como la instauración de mecanismos institucionalizados para procesar diferencias y conflictos por vías pacíficas y consensuadas (concepción “procedimental” de la democracia, basada en la participación de las mayorías como árbitros en la contienda política y en el respeto de las minorías en el ejercicio del poder).

				Estas dos dimensiones —culturales y sociopolíticas— de los procesos de democratización “pueden” desarrollarse conjuntamente, como sucedió de hecho en algunos países de Europa y en Estados Unidos. Pero éstas “no tienen por qué hacerlo ineluctablemente”, en la medida en que dependen de una tercera variable, externa e independiente, relacionada con la naturaleza y las características del desarrollo del Estado-nación. Mientras que el pluralismo es un resultado empírico inherente a muchos procesos de modernización (cuyas dinámicas provocan una creciente complejidad de la organización social, obligando paulatinamente a los actores políticos a renunciar al anhelo de la unanimidad, a aceptar la diversidad y a inventar mecanismos para procesarla políticamente por vías pacíficas e institucionales), la idea del Estado de derecho contiene un fuerte componente normativo y cultural (relacionado con la historia específica del liberalismo europeo y la civilización occidental), mucho más particular y difícil de “exportar”.

				Ciertamente, Latinoamérica no es ajena a dicho proceso civilizatorio, como bien lo han mostrado quienes sostienen que ésta conforma una suerte de “Extremo Occidente” (Rouquié, 1989). Sin embargo, la debilidad estructural de los estados latinoamericanos, que surgieron con serias limitaciones a partir de la Independencia, contrasta fuertemente con la magnitud y la potencia de los estados que se consolidaron en el viejo continente. Como es bien sabido, la seguridad en todas sus dimensiones, empezando con la misma integridad física, constituye hoy el talón de Aquiles de los procesos latinoamericanos de democratización, junto con la notoria incapacidad de los aparatos burocráticos para recaudar impuestos y aplicar políticas públicas eficientes. Pero, ¿qué pueden significar las libertades políticas en ausencia de derechos sociales y garantías civiles, en un contexto de privatización e implosión del monopolio de la violencia legítima? ¿Estamos observando realmente procesos de “democratización” o se trata simplemente de la descomposición de sociedades carentes de entes rectores con proyectos genuinos de integración? ¿Cuáles son los aportes concretos del pluralismo político como “único juego legítimo en la ciudad” y hasta qué punto no oculta éste más bien una creciente fragmentación de las élites gobernantes? ¿Puede existir la democracia sin seguridad ni igualdad, sin estados ni derechos?

				Todos estos interrogantes conforman una problemática demasiado amplia para ser agotada en el marco limitado de una contribución de esta naturaleza; configuran una rica agenda para la investigación y plantean el reto de desarrollar un enfoque plural y multidimensional de la ciudadanía, del voto y de la participación política. Después de todo, la política refleja inevitablemente las características de una sociedad y la mexicana es demasiado diversa y compleja para reducirse a los modelos existentes de las cultura(s) e identidades, que se forjan —al mismo tiempo que influyen— en las relaciones de poder.
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				NOTAS AL PIE

				
					
						[1] Profesor-investigador del Centro de Estudios Sociológicos de El Colegio de México: <wsonnleitner@colmex.mx>.

					

					
						[2] Véanse los trabajos clásicos de Campbell, Gurin y Miller, 1954; Campbell et al., 1960, así como de Miller y Shanks, 1996.

					

					
						[3] Véanse, entre otras, las propuestas elaboradas por Key (1966) y Fiorina (1981).

					

					
						[4] En términos agregados, el Panal obtuvo el apoyo de 1 883 494 electores, es decir, 4.55% de los sufragios emitidos en las legislativas. Pero el disidente priista, Roberto Campa, tan sólo recibió 397 550 votos en las presidenciales. En otras palabras, 1 485 944 de ciudadanos que votaron por las listas de diputados de la maestra Elba Esther Gordillo hicieron una elección distinta en las presidenciales, beneficiando sobre todo a López Obrador.

					

					
						[5] Este análisis fue realizado en cooperación con Jesús Aguilar en el marco de una investigación exploratoria sobre la estabilidad y volatilidad de las identidades partidistas en México, actualmente en curso. Agradecemos a Roy Campos y a Consulta Mitofsky el habernos proporcionado generosamente la base de datos de esta encuesta de salida, realizada el 2 de julio de 2006 entre 32 078 votantes que acudieron a las urnas.

					

					
						[6] En su concepción clásica, la “cultura política” fue definida como el conjunto de “orientaciones específicamente políticas, de actitudes hacia el sistema político y sus diversos componentes, así como de actitudes con respecto al papel de uno mismo como parte del sistema. … La cultura política de una nación es la distribución particular de las estructuras de orientaciones que los miembros de la nación tienen hacia los objetos políticos” (Almond y Verba, 1963: 13-15).

					

					
						[7] Esta paradoja se manifestó claramente el 20 de noviembre de 2006, en el discurso de “toma de posesión” de Andrés Manuel López Obrador. En un Zócalo repleto de simpatizantes, declaró la quiebra de las instituciones, al mismo tiempo que presentó un detallado programa de 20 propuestas, destinadas a traducirse en iniciativas legislativas que habría de impulsar su grupo de parlamentarios electos, siguiendo las vías institucionales ordinarias. Acto seguido, se proclamó “Presidente legítimo” de México, designó a un gabinete paralelo y empezó a recorrer el país. Diez días después, Felipe Calderón tomó posesión ante un Congreso atrincherado, dividido entre legisladores panistas y perredistas.
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Grafica 1.3. Composicion de las identidades partidistas, 1989-2006.
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Grafica 1.2. Evolucion de las identificaciones partidistas

e independientes, 1989-2006.
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Grafica 1.7. Inconsistencias en las tendencias de apoyo
a la democracia frente a la dictadura.
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Grafica 1.1. Porcentaje de votos validos obtenidos por los principales
partidos politicos (elecciones para diputados 1961-1991;
presidenciales vy legislativas 1994-2006).
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Grafica 1.4. Porcentaje de votos validos
(legislativas y presidenciales, 1988-2006).





